CIRCULAR 3/2007

REFORMA DEL REGLAMENTO  NOTARIAL

INNOVACIONES DE APLICACION URGENTE

TITULO PRELIMINAR

(arts. 1-4 )

                                                                  (Se comentará en  fecha posterior)

TITULO I: DE LOS NOTARIOS 

(arts. 5-71)

                                                              (Se comentará en  fecha posterior)

TITULO II: DE LAS NOTARIAS

(arts. 72 a 115)

                                                              (Se comentará en  fecha posterior)

TITULO III:  DE LA FUNCION NOTARIAL

(arts. 116 a 142)

COMPETENCIA NOTARIAL:

Se suprimen las zonas notariales, creadas en su día para motivar la prestación de la función pública en zonas deprimidas, con monopolio competencial.

COMPETENCIA NATURAL DEL NOTARIO: 

Sigue siendo el término municipal de la localidad de su Notaría, y el término municipal de las demás poblaciones de su distrito, en las que no haya Notaría demarcada.

COMPETENCIA AMPLIADA ACCIDENTAL:

1.-Los términos municipales de su distrito con Notarías demarcadas, en los supuestos previstos en el artículo 117.

2.- Los términos municipales contiguos al suyo y pertenecientes a otro distrito, en los supuestos del artículo 118.

En ambos casos además de hacerlo constar en el documento, se tiene que comunicar a la Junta Directiva en los dos días hábiles siguientes a cualquier actuación.

COMPETENCIA AMPLIADA ESTABLE POR HABILITACIÓN: 

1.- Por quedar un distrito sin Notario (artículo 120).

2.- Por exigencias del servicio público, para actuar en términos distintos del de su Notaría, aunque en ellos exista Notario.

En estos supuestos de habilitación por razones del servicio público, los documentos autorizados e intervenidos se incorporarán al Protocolo o libro registro del habilitado, salvo que la Junta Directiva acuerde lo contrario.

La infracción del régimen mencionado, actuando indebidamente en la residencia de otro Notario,   además de la corrección disciplinaria que proceda, motivará la pérdida total de honorarios (Artículo 125).

DERECHO DE ELECCIÓN DE NOTARIO: ARTÍCULOS 126 A 134:

Desaparece el antiguo artículo 126 y se establece en el nuevo el derecho del ciudadano a la libre elección del Notario, en el momento de la solicitud del ejercicio de la función pública, sin perjuicio de las limitaciones previstas en el ordenamiento jurídico.

En los supuestos de contratación en masa, párrafo 2º del artículo 126, la elección corresponde por tanto, al adquirente o cliente de las entidades que se dediquen a la referida contratación habitualmente, quien sin embargo no podrá imponer Notario que carezca de conexión razonable con algunos de los elementos personales o reales del negocio.

Por lo demás, como solución residual, y sin perjuicio de lo establecida en alguna normativa específica, se estará  a lo que las partes hubieran pactado, y en último lugar la elección corresponderá al obligado al pago de la mayor parte de los aranceles.

Los Notarios tienen el deber de respetar la libre elección y se abstendrán de cualquier práctica que la limite.

TURNO NOTARIAL:

El artículo 127 establece la sujeción a turno de los documentos otorgados por entidades públicas, o sociedades dependientes de ellas o participadas en más de un cincuenta por ciento, que se turnarán a la Notaría con competencia en el lugar del otorgamiento, bien donde dichas entidades o empresas tengan su domicilio social, delegación u oficina, o, en su caso, donde radique el inmueble objeto del contrato.

Se contemplan dos excepciones a dicho turno:

1.- Cuando se puedan pactar libremente los honorarios, por su cuantía, las antedichas entidades podrán elegir Notario, sin sujeción a turno.

2.- O bien cuando el adquirente sea un particular, éste podrá solicitar del Colegio Notarial, un Notario de su libre elección. 

Por otro lado, los antiguos artículos 127 y 128 relativos al turno de actuaciones derivadas de procedimientos judiciales o administrativos, así como de particiones judiciales, se integran en el nuevo artículo 128, manteniendo su redacción.

Por último señalar en cuanto al turno lo siguiente:

A.- El artículo 134 concede amplio margen de maniobra a las Juntas Directivas respecto a las bases, manera y forma de llevar los turnos, dando cuenta a la Dirección General, pudiendo establecer turnos desiguales y excluir aquellos Notarios que por volumen de trabajo, no puedan atenderlo debidamente.

B.- No se alterará en ningún caso el régimen arancelario respecto a los documentos sujetos a turno.

Por último señalar respecto a este apartado que desaparece toda referencia a “Fórmulas de compensación de desigualdades”, eliminándose por tanto los mecanismos compensatorios.

.INCOMPATIBILIDADES:

ARTÍCULOS 138 AL 142:

 Se regulan las incompatibilidades para el ejercicio de la función, adaptándolas a la realidad social y jurídica actual, equiparando lógicamente a los Notarios unidos en matrimonio con aquellos que se encuentren en situación de convivencia análoga.

El Notario no podrá autorizar o intervenir instrumentos públicos respecto de personas físicas o jurídicas con los que mantenga una relación de servicios profesionales (artículo 139). En relación con esta apartado se mantienen las incompatibilidades que establecía el artículo 140 del Reglamento que no se modifica.

TITULO IV.- DEL INSTRUMENTO PÚBLICO

(Art. 143 a 306)

Art. 143.-   Se modifica el art. 143 de forma  realmente muy preocupante, ya que tras disponer que  los documentos autorizados o intervenidos por notario gozan de fe publica, se añade un ultimo párrafo que admite que los efectos de ésta puedan ser negados o desvirtuados, no solo por los Jueces y Tribunales, como siempre sino también por las Administraciones y funcionarios públicos. Es lamentable, en los últimos cien años no se ha perpetrado ataque mayor al documento notarial. Se desconoce la esencia de la fe pública notarial, a la vez que se equipara peligrosísimamente la posición del poder judicial  y la de las demás administraciones publicas. 

I.- ESCRITURAS Y POLIZAS.-


El nuevo artículo 144 incluye entre los instrumentos públicos a las pólizas y los documentos autorizados  en certificado.



Pero lo más importante, a efectos prácticos, es que determina el contenido propio de cada uno de los instrumentos públicos, con importantísimas modificaciones en cuanto al reglamento anterior, y en consonancia con el cambio legislativo efectuado en la Ley de Prevención del Fraude Fiscal.



Para una adecuada sistematización distinguiremos los siguientes aspectos:


       1.-ÁMBITO MATERIAL DE LAS ESCRITURAS PÚBLICAS Y DE LAS PÓLIZAS


El ámbito propio de las escrituras es el mismo que antes, es decir, los contratos y negocios jurídicos de todas clases (es omnicomprensivo, pues todo lo que es susceptible de formalizarse en póliza puede ser formalizada en escritura pública). 


El ámbito de actuación de las pólizas intervenidas a nuestro juicio, es el siguiente: 

Las pólizas exclusivamente pueden documentar actos y contratos en que cumulativamente concurran estas dos circunstancias y siempre que no se trate de inmuebles:



a) de carácter mercantil y financiero.




b) propios del tráfico habitual y ordinario de al menos uno de sus otorgantes.



      Además, pueden constar en póliza algunos negocios o actos en que específicamente así lo permiten las leyes (casos excepcionales como los contemplados en la Ley de Hipoteca Naval).


       De modo que están excluidos de su ámbito:


-Todos los negocios o actos relativos a inmuebles. Por lo que ya no hay duda de que no cabe intervenir pólizas de leasing inmobiliario.


-Los contratos de compraventa de acciones y de participaciones sociales. Porque ni son contratos mercantiles ni financieros y salvo casos muy excepcionales no forman parte del tráfico habitual de nadie.


-Cualquier apoderamiento. Esto obliga a analizar pormenorizadamente el contenido de las pólizas, que a veces incluyen poderes, siendo imprescindible que se apodere en escritura pública. Ello sin perjuicio de que excepcionalmente quepan poderes en póliza como los que contiene el artículo 4 de la Ley de Hipoteca Naval (poderes para constituir hipoteca). El problema es que como hay un archivo de revocación de poderes de obligada consulta y parte de la base de que el documento de apoderamiento es una escritura, no deben intervenirse pólizas de poder ni siquiera en estos casos excepcionales. 

-Los préstamos entre particulares o entre sociedades que no sean entidades de financiación o de crédito.


- Las ratificaciones o prestaciones de consentimiento en negocios o contratos, ya hayan sido previamente documentados en póliza o autorizados mediante escritura pública, aunque sería discutible la posibilidad de hacerlas mediante diligencia en póliza de otorgamientos sucesivos.


- Todo el ámbito societario, incluyendo los acuerdos entre socios o accionistas.


- Los contratos de promesa de venta o de concesión de opciones.


- Cualquier contrato mercantil entre particulares o sociedades, salvo que pertenezcan al tráfico habitual de alguno de los otorgantes.


        De modo que el ámbito propio de la póliza ha quedado reducido a préstamos, créditos, leasings o arrendamientos financieros en relación con muebles, concesión de avales bancarios, pólizas de descuento, de factoring, prendas sobre participaciones en fondos de inversión, hipotecas navales (art.3 LHN) etc.


           Hay, sin embargo, y sin ánimo de ser exhaustivo, algunos supuestos dudosos, pero que consideramos que pueden ser formalizados en póliza:


           a) El de las fianzas prestadas por los particulares en relación con préstamos concedidos por entidades bancarias. Quizá encaje en la doble condición de financiero (desde luego no en la de mercantil) y pertenecer al tráfico habitual y ordinario de uno de los otorgantes (la entidad de crédito). Por eso parece admisible.



b) La constitución de derechos reales de prenda sobre acciones y participaciones sociales en garantía de préstamos bancarios, así como las prendas sobre cuentas bancarias, derechos de crédito, etc., a consecuencia de préstamos bancarios. No se podrán formalizar en póliza si son garantías de créditos o préstamos entre sociedades o particulares. 


c) Las cancelaciones de garantías reales que se hayan constituido mediante póliza, por razones de "unidad documental", quizá puedan formalizarse en póliza. A favor de esta posibilidad milita el argumento de la cancelación de las hipotecas navales (art.50 LHN).


          La utilización adecuada o correcta del vehículo formal que corresponda a cada negocio o acto tiene una gran trascendencia. El RN introduce la novedad de que el Notario no debe autorizar cuando las partes pretendan formalizar bajo una forma documental que no se corresponda con su contenido (artículo 145.3.6º). En nuestra opinión, si se autorizara por el Notario con esta discordancia entre forma y contenido ya no estaríamos ante un documento público, que es, de conformidad con el artículo 1216 Cc, solo es aquel que se autoriza con las formalidades establecidas por la Ley.


          En cuanto a las actas, su ámbito de actuación es prácticamente el mismo que en el anterior reglamento. El problema es que en muchas prendas en póliza se contienen requerimientos al Notario para practicar notificaciones, y luego es muy difícil instrumentar en la póliza las diligencias posteriores. La pretensión de que se prepare separadamente de la póliza un acta de notificación para ser firmada por el requirente a continuación de la póliza es viable cuando la póliza se firma en el despacho notarial . Pero cuando se trata de pólizas firmadas fuera del despacho, en las que previamente muchas veces se desconoce la existencia de esos requerimientos, parece que cabrá autorizar un acta en el despacho unilateralmente por parte del Notario, considerando que el requerimiento ha sido hecho ya antes en la póliza, y remitiéndose a ella. Así cabrá practicar y dejar constancia de las diligencias sin mayor problema. 

2.-ASPECTOS FORMALES GENERALES 

A) IDIOMA EN QUE DEBEN ESTAR REDACTADAS LAS ESCRITURAS, ACTAS y PÓLIZAS

Los artículos 149 y 150 del Reglamento se refieren al idioma. Tratándose de un informe de nuestro Colegio Notarial, se puede decir que aquí no cabe convenir nada: las pólizas y las escrituras (incluyendo las actas) se redactan, en principio, en español, salvo que intervengan extranjeros, en cuyo caso:


-Las escrituras y pólizas, redactadas en español, pueden ser traducidas verbalmente por el Notario al otorgante extranjero si conoce su idioma, aunque el extranjero no sepa español.


-Las escrituras, a diferencia de las pólizas, no pueden ser redactadas exclusivamente en lengua extranjera, por mucho que el Notario la conozca.


-Las escrituras y pólizas pueden ser redactadas a doble columna en ambos idiomas o pueden otorgarse en idioma extranjero e incluir una traducción en idioma español.


-Las pólizas sí que pueden ser redactadas en idioma extranjero, siempre que el Notario y todas las partes conozcan ese idioma. La diligencia de intervención, que contiene las manifestaciones notariales, siempre debe constar en idioma español.


-Si el documento -escritura o póliza- está redactado en lengua española, y el Notario no puede traducirlo al idioma extranjero, se precisará un intérprete. La diferencia con el Reglamento Notarial anterior es que no se requiere que sea intérprete oficial, y que es elegido por el otorgante que no conozca el idioma. Aunque nada se dice ahora en el Reglamento, hay que entender que la traducción del intérprete puede ser verbal o escrita, y debe declarar en la escritura o en la póliza, que será firmada también por él, la conformidad del original del documento con la traducción efectuada.


Dos cuestiones dudosas se nos presentan:


a) Si cabe autorizar una escritura en idioma español cuyo contenido sea elevar a público un documento privado redactado en lengua extranjera conocida por el Notario, y a instancia de las partes. Se impone una respuesta positiva. De un lado, por la permisibilidad que existe en las pólizas, basada quizá en la infrecuente redacción notarial, que podría extenderse a los documentos privados. De otro lado, las necesidades del tráfico jurídico empresarial internacional aconseja esta permisibilidad: las compraventas de empresas, que hoy ya no pueden hacerse en póliza, tienen una enorme complejidad, son de enorme extensión, con múltiples anexos, que se introducen en el último momento, y exigir por nuestra parte una traducción a doble columna o una traducción en idioma español es inviable en la práctica.


Es aconsejable en estos casos que el Notario autorizante, si es posible, efectúe la identificación en lengua española del objeto del documento, siquiera de forma sumaria. Y que en el cuerpo de la escritura, redactado en lengua española, se indicara que se han hecho las advertencias oportunas a las partes en cuanto a la necesidad de futura traducción oficial para poder utilizar esta escritura, bien ante los tribunales españoles, bien ante otros Notarios o autoridades públicas. 

b) El Reglamento Notarial parece exigir para que una póliza sea redactada en lengua extranjera o para el sistema de la doble columna en las escrituras que al menos uno de los otorgantes sea extranjero. Por eso, debe incluirse el supuesto de que el compareciente sea español pero intervenga en representación de un extranjero. También entendemos admisible el supuesto de que el otorgante también sea sociedad española pero sea una filial que pertenezca a una multinacional.

B) UTILIZACIÓN DE GUARISMOS

El artículo 151, en cuanto a la utilización de guarismos, distingue entre pólizas y actas (sí que cabe utilizar guarismos en fechas y cantidades) y el resto de los instrumentos públicos (no cabe sin que antes se hayan puesto en letra, y salvo las excepciones que ya contemplaba el Reglamento anterior).


C) UTILIZACIÓN DE PAPEL TIMBRADO

        El artículo 154 se refiere a la utilización de papel timbrado notarial en la redacción de las escrituras públicas (no, lógicamente, en cuanto a las pólizas). Lo importante es que la numeración de folios y pliegos de la misma escritura deben ser correlativos, salvo excepcionalmente y por causa justificada, que deberá ser indicada por el Notario.


        Dado que el artículo habla en general de "instrumentos públicos", si acudimos a la definición del artículo 144 RN sería también aplicable a las copias autorizadas y a los testimonios, lo que carece de sentido; parece más adecuado limitar la exigencia a las matrices.


       Lo que no queda claro es cuál puede ser una causa justificada para no hacerlo, aparte del hecho de no tener suficientes folios correlativos en un momento determinado. A nuestro juicio, una interpretación razonable de esta exigencia permitiría hacer constar al final de las escrituras -sobre todo las de cierta extensión- que no son correlativos, por ejemplo, porque en el último momento ha aparecido otro apoderado distinto, o hay un error en la cláusula del precio, o que por ejemplo, simplemente se ha atascado uno de los doscientos folios que componen la escritura y no parece lógico volver a imprimir todo. 

       Se introduce en este mismo artículo que aunque las partes en principio firman a continuación del texto, cuando termina el último folio, si son muchos firmantes cuyas firmas no caben en el mismo se pueden añadir folios adicionales, a los que se hará referencia por parte del Notario.


3.-COMPARECENCIA EN LAS ESCRITURAS PÚBLICAS

Novedades reglamentarias- Las novedades que presenta en artículo 156 del Reglamento Notarial son las siguientes:


            -Si se autoriza fuera del despacho notarial, aunque sea en la misma población en la que el Notario tiene su sede, se debe hacer constar el lugar del otorgamiento (es decir, la calle, despacho profesional, sucursal bancaria, etc.).



-La vecindad civil de las partes se hace constar a solicitud de los otorgantes o cuando afecte a la validez o eficacia del acto o contrato que se formaliza. Se estará al lugar del otorgamiento, salvo que el interesado manifieste otra cosa. 


-La profesión u otros datos personales se pone solamente cuando lo solicita el otorgante, cuando el Notario lo considere conveniente o cuando así lo exijan las leyes o reglamentos (ej., cuando se trata de un final de obra e interviene el Arquitecto).



-En caso de intervención en nombre de personas jurídicas, los representantes pueden indicar como domicilio, bien el de la propia representada, bien el de la sucursal o centro de trabajo; los profesionales colegiados que intervengan como tales pueden indicar el domicilio profesional.


           -Se hacen constar SIEMPRE los documentos de identificación de los comparecientes (salvo excepciones del artículo 163, como testamentos “urgentes”).


           -Se hace constar el número de Identificación Fiscal cuando así lo disponga la Ley del Notariado y la normativa tributaria. 

            En el artículo 157 del RN se dice que las circunstancias identificativas de los comparecientes se hacen constar por lo que resulte de los documentos de identidad aportados, y en su caso de las manifestaciones. Se añade que si el compareciente es conocido con un nombre distinto del que consta en sus documentos de identidad, se haga constar también ese nombre.


           Y el artículo 161 se refiere a los documentos que sirven para identificar a los comparecientes:


 -Para los españoles, la nacionalidad y su identificación se pueden justificar de pasaporte o DNI. Queda claro que no sirve el nuevo carnet de conducir. 

-Para los extranjeros residentes en España, la identidad se acredita mediante Pasaporte de su nacionalidad o permiso de residencia expedido por las autoridades españolas.


-Para los extranjeros no residentes en España, mediante Pasaporte de su nacionalidad u otro documento oficial expedido por las autoridades de su país que sirva a los efectos de identificación (en caso de duda se debe exigir certificado del consulado correspondiente).


         Cualquier documento que se utilice a efectos identificativos debe contener la fotografía y la firma del otorgante.
 Esto debe relacionarse con el artículo 23 de la Ley del Notariado que hace responsable al Notario de la concordancia de la concordancia de los datos personales, fotografía y firma estampados en el documento de identidad exhibido con las del compareciente.


Otras cuestiones en materia de comparecencia

A) EDAD.-Art.158 RN.-Se regula la cuestión de la edad, con algunos cambios:


-La edad de los menores de edad se expresa indicando la fecha de nacimiento, de acuerdo con lo que digan los comparecientes y en caso de duda, con su documento de identidad, certificación del Registro Civil o Libro de Familia.


-Para los mayores de edad se tendrá en cuenta el documento de identidad.


B) ESTADOS CIVILES.-

Art.159: los estados civiles posibles son el de soltero, casado, viudo, separado judicialmente o divorciado. Si lo solicitan los interesados, puede indicarse la situación de unión o separación de hecho. Lo importante es que se hacen constar por lo que resulte de las manifestaciones de los comparecientes.


Cuando hay un casado no separado judicialmente, se debe indicar su régimen económico matrimonial siempre, por vía de la declaración del otorgante (si es el legal supletorio), o exhibiendo copia autorizada de la escritura de capitulaciones matrimoniales al Notario. En este último supuesto se reseñan en el documento los datos de la escritura de capitulaciones, y en su caso, los datos registrales. Cuando sea un régimen que no está regulado por el Cc (o contiene variaciones significativas en relación con el negocio en concreto que estamos autorizando) se debe testimoniar brevemente su contenido.


Además, si hay un compareciente casado, separado judicialmente o divorciado, y el acto o contrato afectase o pudiese afectar en el futuro a su matrimonio actual o anterior, se indica el nombre del cónyuge al que pudiera afectar.



En el futuro, en todas las escrituras de capitulaciones matrimoniales, ya prenupciales, ya antes de contraer matrimonio, el Notario hará constar que las modificaciones del régimen económico matrimonial realizadas durante el matrimonio no perjudicarán en ningún caso los derechos ya adquiridos por terceros.


4.-INTERVENCIÓN EN LAS ESCRITURAS PÚBLICAS

           A) Los artículos 164 y siguientes se refieren a la intervención de los otorgantes y especialmente a la representación.


          La novedad esencial es que si la representación es voluntaria, ya sea de persona física o jurídica, antes de autorizar la escritura el Notario debe consultar el archivo de revocación de poderes para comprobar que el poder no está revocado, salvo que el Notario, bajo su responsabilidad, no estime necesaria la consulta.


La duda es si conviene o no incorporar a la escritura la certificación negativa de revocación, en la que conste la hora y fecha de la consulta. Aconsejamos la incorporación puesto que todo el sistema de responsabilidad por el uso de poderes revocados -que en el Cc recae en el poderdante frente a terceros y en el apoderado en la relación interna- puede ser trasladado a los Notarios.


      -En todo caso de representación (voluntaria, legal u orgánica), si el Notario considera que no ha sido acreditada suficientemente, puede excusar su ministerio. Solamente cuando las partes hacen constar expresamente que solicitan la autorización y la falta de acreditación ha sido asumida por la parte perjudicada (parece un doble requisito redundante), el Notario autorizará la escritura y hará constar estos extremos indicando además los medios necesarios para perfeccionar su juicio de suficiencia. Se refiere, por ejemplo, a los casos en que se interviene como apoderado, indicando los datos del poder, pero no exhibe copia autorizada de la escritura, y sí la copia simple, o un testimonio, o nada, o siendo autorizado por Notario extranjero falta la apostilla, o siendo autorizado por Notario extranjero falta la dación de fe acerca de la existencia y válida constitución de la sociedad otorgante, o de las facultades de los otorgantes, etc. 

       En estos casos no debe recurrirse a la "socorrida" fórmula del mandatario verbal, porque si las facultades representativas existen por escrito en el momento de otorgarse la escritura lo correcto técnicamente es dejar constancia de las manifestaciones al respecto del apoderado.


      Lo que ahora se exige, y parece razonable hacerlo con subrayado, en mayúsculas o negrita, es que en las copias tiene que hacerse constar claramente que la representación no ha quedado suficientemente acreditada.


      Una vez se acredite, el Notario puede hacerlo constar por vía de diligencia, en la que deberá incluir juicio de suficiencia de las facultades representativas (no olvidemos que en ningún caso una escritura en la que no conste el juicio de suficiencia del Notario en relación con la representación alegada puede ser completada por medios extrínsecos a la propia escritura, como mediante exhibición del documento de poder en el Registro, por ejemplo).


      La posterior acreditación de las facultades representativas y el obligado juicio de suficiencia debe efectuarse por el Notario autorizante de la escritura o su sucesor en el protocolo. La diferencia es clara respecto al caso de actuación de una persona en nombre de otra sin facultades representativas (es el supuesto del mandatario verbal que utilizamos habitualmente -no el "verdadero" mandato verbal-). En esos casos, lo que procede es una ratificación posterior del representado, que sí que puede hacerse ante cualquier Notario. Si es una persona física, lógicamente no hay juicio de suficiencia porque ya no hay actividad representativa; si el que ratifica representa a una persona jurídica, entonces deberá hacerse en el momento de la ratificación el oportuno juicio de 

          Parece razonable que en estos casos de acreditación posterior se pueda, bien expedir una nueva copia autorizada, bien completar la copia expedida anteriormente para indicar mediante diligencia en esa copia que se ha producido la acreditación posterior (es un caso parecido al del artículo 178 RN en su penúltimo párrafo).


         Se puede presentar una duda en los casos en que alguien alegue que dispone de un poder, sin acreditarlo suficientemente. ¿Cuándo debe el Notario consultar el archivo de revocación de poderes?. Parece que el momento clave es el momento de otorgarse la escritura pública, que es cuando se producen los efectos negociales. Pero la consulta solo puede hacerse cuando se conocen datos concretos del poder.


        Si no se conocen esos datos que permiten la consulta, ésta deberá hacerse cuando se acredite la existencia de la representación al Notario autorizante. Naturalmente, al haber transcurrido cierto tiempo, puede ocurrir que el poder que se utilizó al otorgar la escritura haya sido revocado en un momento intermedio entre la escritura y la acreditación posterior, pero en estos casos el negocio sustantivamente es perfecto y así se indicará.


  -Cuando se represente a una persona jurídica, se debe indicar el número de Identificación Fiscal, en su caso. Esto hay que relacionarlo, en el caso de las personas jurídicas extranjeras, con la necesidad de indicar el NIE español en los supuestos indicados en la Ley del Notariado y en la normativa tributaria.


    B) Nuevamente se incide en el modo de proceder del Notario cuando hay alguien que representa a otra persona (ya sea voluntariamente, ya legalmente, ya por medio de representación orgánica). Se reitera que es necesario siempre que se exprese que, a juicio del Notario, SON SUFICIENTES LAS FACULTADES REPRESENTATIVAS ACREDITADAS PARA EL ACTO O CONTRATO A QUE EL INSTRUMENTO SE REFIERE.


        En el propio artículo 156 del Reglamento Notarial se vuelve a reiterar la exigencia, en su caso, de que el Notario haga un juicio expreso de suficiencia de las facultades de representación. Este juicio de suficiencia hace fe por sí solo de la representación acreditada, bajo la responsabilidad del Notario. Muy importante, porque había Notarios que seguían haciéndolo, de forma indebida, es que no se debe insertar, ni testimoniar facultades del documento auténtico.


         Se habla de los documentos complementarios de la representación -a los que ya se refería el artículo 98 de la Ley 24/2001-(por ejemplo, autorizaciones judiciales para vender, documentos complementarios de poderes de algunos Bancos, documentos que salvan la autocontratación con conflicto de intereses, autorizaciones del consejo de administración); en principio, el Notario no tiene por qué incorporarlos o testimoniarlos salvo que la Ley lo exija o a su juicio sea conveniente. Basta con que se indique -si se estima procedente- en la escritura que existen esos documentos por medio de una breve reseña. Solo si se unen o testimonian, y se hace de modo parcial, el Notario dará fe de que en lo omitido no haya nada que restrinja ni, en forma alguna, modifique o condicione la parte transcrita.


        Otra novedad es que si el documento representativo está en el protocolo del Notario que autoriza la escritura puede admitir que no se le aporte la copia autorizada –bien porque no la tiene el apoderado, bien porque no se ha expedido aún- pero en este caso hay que comprobar dos cosas: que no consta nota de revocación (curiosamente no dice nada de que se consulte el archivo de revocación de poderes) y que el apoderado está facultado para pedir copias del poder. 

5.-PARTE EXPOSITIVA DE LA ESCRITURA PÚBLICA

        El artículo 175 del Reglamento Notarial regula la comprobación del estado de cargas de los inmuebles cuando se trate de adquisiciones o constitución de derechos reales.



Lo más importante es que debe hacerse la comprobación por medios telemáticos sin intermediación del Registrador y con firma electrónica reconocida del Notario. Sin perjuicio de que se pueda acceder como medio de preparación de la escritura, debe hacerse la comprobación también, o en todo caso, en el momento inmediato más próximo a la autorización de la escritura, bajo la responsabilidad del Notario. Se hace un testimonio y se incorpora a la matriz el contenido del acceso telemático indicando el día y la hora de éste. Esto es algo sorprendente. Si el acceso es directo a los Libros del Registro, y no existe como hasta ahora una nota informativa que resume el contenido de esos libros en lo que se refiere a la finca, no se alcanza a comprender cómo vamos a incorporar el historial completo de una finca, que puede ser muy extenso. Y al que habrá que añadir el contenido del Libro de Entrada, que es accesible también para los Notarios. Hay que esperar por tanto a ver cómo se materializa en el futuro el acceso al Registro.


            Sólo cuando exista imposibilidad técnica de acceso a los Libros del Registro –que es lo que está ocurriendo de momento-, entonces rige el sistema del telefax habitual, que por tanto queda como sistema supletorio, y en caso de utilizarse seguirá poniéndose la fórmula de que es posible la discordancia entre la información registral y los Libros del Registro.


            El deber de solicitar información sigue excepcionándose cuando se trate de actos a título gratuito, o cuando el adquirente se declare satisfecho de la información que tiene por otros medios y además, se hace constar la urgencia de la formalización (y sin perjuicio de que el Notario pueda denegar la autorización cuando tenga dudas). Hubiera sido aconsejable que el Reglamento añadiera otro caso, en que el adquirente conoce la situación del inmueble y sin necesidad de urgencia en el otorgamiento. Es el caso, por ejemplo, de las disoluciones de condominio o venta de cuota entre comuneros.


6.-PARTE DISPOSITIVA DE LAS ESCRITURAS PÚBLICAS

        El artículo 177 del Reglamento recoge la indicación de los medios de pago, en línea con la Ley de Prevención de Fraude Fiscal, recogiendo el contenido de la Instrucción de la DGRN. En resumen:



a) Se refiere exclusivamente a las escrituras en que se constituya, declare, transmita, grave, modifique o extinga a título oneroso el dominio y los demás derechos reales sobre bienes inmuebles en que haya precio. Esto significa que no es necesario cuando se trate de acciones, participaciones sociales, aeronaves, maquinaria, etc. Más discutible es el caso de los buques, porque en algunas normas se asimilan a los inmuebles.


         b) Si el pago se hizo con anterioridad al otorgamiento de la escritura, se debe indicar la fecha o fechas y el medio de pago empleado. Deberán testimoniarse en la escritura pública los documentos justificativos que se exhiban por los otorgantes. Si no se pueden acompañar esos documentos, se debe preguntar las causas, haciendo constar la responsabilidad de los otorgantes en cuanto a sus manifestaciones al respecto.


         c) El caso más delicado es que haya una negativa a identificar en todo o en parte el medio de pago empleado. La escritura puede otorgarse, indicando expresamente esta circunstancia en la escritura, y advirtiendo que se suministrará a la Administración Tributaria, de acuerdo con el artículo 17 de la Ley del Notariado y a través del CGN, la información relativa a dicha escritura. Este es el único caso en el que no se inscribe en el Registro de la Propiedad la escritura. En todos los demás casos es un problema de control y responsabilidad notariales.


7.-LECTURA, AUTORIZACIÓN Y DACIÓN DE FE

            En relación con la lectura de la escritura, se mantiene el contenido en cuanto a los sistemas de lectura, y se aclara que se entiende que la lectura es íntegra cuando se ha comunicado por el Notario el contenido con la extensión suficiente para el cabal conocimiento de su alcance y efectos.



Se introduce una novedad importante: después de la lectura, el Notario dará fe de que los comparecientes manifiestan haber quedado debidamente informados del contenido del instrumento y de haber prestado a éste su libre consentimiento.


           El artículo 145 tiene un primer párrafo nuevo que exige al Notario, al autorizar la escritura, dar fe de los siguientes extremos:


1)
De la identidad de los otorgantes (puede hacerse en la comparecencia o al final de la escritura pública).


2)
De que a su juicio tiene capacidad y legitimación (materias estas de control notarial absoluto, sin que la calificación registral pueda entrar en su análisis de fondo). Lo normal es hacerlo antes de entrar en la parte expositiva.


3)
De que el consentimiento ha sido libremente prestado.


4)
De que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad debidamente informada de los otorgantes o intervinientes.


Quizá habría que utilizar una fórmula final parecida a la siguiente:


 Y yo, el Notario, DOY FE:


a) De haber identificado a los comparecientes por medio de sus documentos identificativos, reseñados en la comparecencia, que me han sido exhibidos.


b) De que los comparecientes, a mi juicio, tienen capacidad y están legitimados para el presente otorgamiento.


c) De que el consentimiento de los otorgantes ha sido libremente prestado.


d) De que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad libre y debidamente informada de los comparecientes.


e) De que el presente instrumento público queda extendido en * folios de papel de uso exclusivo para documentos notariales, serie *, numerados correlativamente desde el * al *, ambos inclusive.


8.-DOCUMENTOS OTORGADOS EN TERRITORIO EXTRANJERO

     El último párrafo del artículo 168 se refiere a las cada vez más frecuentes documentos otorgados en territorio extranjero. Para calificar su legalidad, el Notario podrá exigir a su satisfacción que se acredite la capacidad legal de los otorgantes y la observancia de las formas y solemnidades establecidas en el país de que se trate. Antes de decía que se debía hacer mediante certificado del Cónsul español en dicho territorio. Ahora se puede hacer de otras formas (por ejemplo, mediante un certificado notarial apostillado).


9.-COMUNICACIONES ENTRE NOTARIOS

El artículo 178 introduce la novedad de que las comunicaciones entre Notarios para notificar revocaciones, ratificaciones, adhesiones, etc., que hasta ahora se hacían mediante correo, ahora se deben efectuar telemáticamente a través de nuestro correo corporativo.



Y tratándose de revocaciones de poderes, debe comunicarse telemáticamente al ARCHIVO DE REVOCACIÓN DE PODERES, el mismo día o el día inmediatamente siguiente al de la autorización. Añade la norma que se debe comunicar también en el mismo lugar cualquier supuesto de extinción de poderes que le conste fehacientemente.



Hay que suponer que se refiere a que el Notario sepa que existen poderes otorgados (bien porque se otorgaron ante él, bien porque los ha utilizado o utiliza habitualmente) y luego descubre un hecho extintivo indubitado (ejemplo, la muerte del poderdante, o su incapacitación judicial, o la presentación de demanda de separación cuando se trata de poderes entre cónyuges ex artículo 102 del Código Civil). No creemos que se refiera a que se comuniquen todos estos hechos aunque ni siquiera conozcamos que se han otorgado poderes (sería más fácil coordinar el archivo con los respectivos registros civiles), porque en este caso el sistema, ya peligroso para el Notario en términos de responsabilidad, se vuelve tremendamente amenazante.


10.-OTRAS MODIFICACIONES DE INTERÉS

             El artículo 179 simplemente actualiza aquellas instituciones a las que hay que notificar la existencia de testamentos con disposiciones a favor de las mismas.



El artículo 182 RN actualiza la terminología y añade algún supuesto más de inhabilidad o incapacidad para ser testigo.



Por otro lado, en el artículo 183 RN ya no se dice que los otorgantes ciegos o sordos deban designar al menos a uno de los testigos. Se aplica la regla general del párrafo primero de ese artículo, que no ha variado en su redacción.



 Se introduce el artículo 196 íntegramente (el antiguo artículo 196 pasa a ser parte del 195). Se refiere a que salvo que digan lo contrario los interesados, se debe presentarse en los Registros públicos los documentos inscribibles POR VIA TELEMÁTICA y CON FIRMA RECONOCIDA, a través de los sistemas corporativos que están en trance de articularse.



Quizá haya que indicar en la escritura, cuando hablamos de la solicitud del interesado para la presentación por fax, que ha sido informado de la imposibilidad técnica actual de notificación telemática.


         Cuando se trate de otorgamiento según minuta, además de hacerlo constar, si se conoce se debe indicar de quién procede y si obedece a condiciones generales de contratación.

11.-LAS PÓLIZAS INTERVENIDAS.

REGULACIÓN

             Artículos 197, 197bis, ter, quater, quinquies y sexies; así como (197 quinquies) de forma supletoria por los dispuesto en las dos secciones inmediatas, atinentes al instrumento público, con la expresa excepción de la obligación de matar los espacios en blanco, artículo 152-2, que no se aplica a las pólizas. Naturalmente, por encima de todas estas disposiciones reglamentarias se encuentra la Ley del Notariado.



CONTINENTE DOCUMENTAL

a) Texto legible e indeleble y ajustado a márgenes.


       La exigencia de que el texto resulte perfectamente legible e indeleble es lógica y responde a la nueva concepción de la póliza, convertida en un ejemplar único en manos del notario.


       El artículo 197 reclama los mismos márgenes laterales que el 155 para las escrituras públicas y, además, otro espacio de al menos 10 cm. al principio de la primera hoja de la póliza “ para escribir las determinaciones que sean procedentes y, especialmente, de manera visible, el número del asiento”.

       ¿A qué determinaciones se refiere? La identificación del notario y el concepto en que interviene, como sustituto, habilitado, por turno, etc. También el lugar y la fecha , que pueden figurar en el texto contractual de la póliza o significarse en el documento separadamente de aquel.

       Es de suponer que inicialmente se susciten muchos problemas de adaptación respecto de las pólizas presentadas al despacho.

       En el caso del espacio en blanco a reservar en la cabecera, cabe anexar un folio de uso exclusivo notarial con una diligencia expresiva del número y demás determinaciones, en la que se incluya una exposición sucinta de la póliza en cuestión, artículo 197. 

        Mayores dificultades encierra el asunto de los márgenes laterales, si se torna muy difícil la sustitución (programas informáticos, etc.); entonces, lo más fácil será que se remita por correo electrónico para su impresión o en última instancia copiarla mediante scanner para su impresión ulterior, si no resulta mejor recurrir a la simple fotocopia. Claro es, estos sistemas, conllevan el inconveniente, en el caso de los representantes de entidades financieras, de tener que comparecer en la notaria para un otorgamiento sucesivo.

         Por otra parte, la remisión del 197 quinquies a las secciones antecedentes suscita la duda de si habrá de aplicarse íntegro el 155 del Reglamento en relación al número de líneas y de silabas. En nuestra opinión se impone la respuesta negativa, pues esta exigencia resulta a todas luces excesiva en lo que hace a las pólizas, y el 197, que es el precepto destinado al efecto, guarda un expresivo silencio, que debe interpretarse en el sentido de reducir su exigencia a los márgenes, sin abarcar los demás extremos del 155 del Reglamento.

        Hay que tener presente que la remisión del 197 quinquies a las secciones antecedentes no es indiscriminada ni de ciega aplicación, sino que debe estar en consonancia con los preceptos que se ocupan específicamente de las pólizas, que se anteponen siempre por razón de la materia. Por lo tanto, líneas y silabas se encuentran excluidas tácitamente.

        En último término, las exigencias contenidas en el 197, en cuanto a los márgenes, obedecen a la necesidad de un espacio físico para encuadernar luego los originales, ésta es la ratio de la norma, que más que un condicionante de la intervención responde a esta exigencia práctica. Lo importante, antes que la exactitud de los márgenes, estriba en que, fueren los que fueren, no resulte impedida la encuadernación. La admisión de un margen inferior será una falta reglamentaria, que habrá que ponderar en función de las circunstancias, entre ellas la proximidad a la entrada en vigor del nuevo reglamento, pero no creemos que sea demasiado grave, si, a la postre, no impide la protocolización. 

   b) Anexión de folios.

        Se mantiene la dualidad póliza-intervención en un solo documento. Esto no obstante, el notario tiene la posibilidad de anexar folios en papel de uso exclusivo notarial, en los cuales habrá de identificar la póliza a la que se unen.

       El anexo puede ser anterior, simultáneo o posterior a la intervención según los casos:

  -Anterior: para completar las determinaciones que, a tenor del 197, debe obligatoriamente contener la póliza. La razón de fondo, para exigir su incorporación con antelación a la intervención, radica en que tales pormenores deben ser aprobados u otorgados por las partes.

  -Simultáneamente con la intervención: la misma intervención puede figurar en uno o  varios folios anexos. Ni que decir que puede completarse su texto  por este mismo procedimiento, por ejemplo para hacer constar que se interviene pendiente de la necesaria ratificación.

   -Con posterioridad, por ejemplo, para extender nota de haber sido ratificada la póliza en escritura ante otro notario, o para recoger la diligencia de ratificación otorgada ante el notario custodio de la póliza, o, simplemente, exponente de haberse presentado en un momento posterior la copia autorizada del poder aducido, pendiente de acreditación. También para introducir las diligencias de subsanación que procedan al amparo del 153 de mismo Reglamento. 

         Esto supuesto, el precepto demanda la identificación de la póliza que se completa, pero se guarda de precisar la manera, salvo en la hipótesis del folio unido a la cabecera para significar el número del documento, en el que habrá de contenerse una sucinta exposición de la póliza. En los demás casos, la forma lógica será consignar el número de protocolo correspondiente al documento de que se trate.

   C) Incorporación al protocolo o libro registro:

      El último apartado del artículo 197 aborda este tema y ofrece un doble procedimiento: a) automático, por la consignación del número en la cabecera de la póliza; b) mediante diligencia en folio anexo con indicación sumaria de la póliza para su identificación. 


El Art. 283 presume que se incorporan al Libro Registro, salvo comunicación del Notario de que opta por incorporarlas al Protocolo. La Disposición Transitoria 2ª establece que para el año 2007 esta comunicación deberá realizarse en el plazo de 5 días desde la entrada en vigor del Reglamento.

CONTENIDO DOCUMENTAL

     El precepto clave es el 197. Como decíamos separa instrumentalmente la póliza de la intervención, pues esta última “ se verificará por diligencia”. Habrá que distinguir, por tanto, entre el contenido de la póliza y el contenido de la diligencia de intervención. 

 1.-Contenido de la póliza:

          De acuerdo con el párrafo cuarto del 197 habrá de contener:

a)
El lugar y la fecha, ya sea en el texto del documento, ya en otro espacio distinto dentro del documento; en su caso podrá completarse, como las demás circunstancias que siguen por folio anexo.

b)
Notario: nombre, apellidos, residencia y Colegio, así como la oportuna indicación , en su caso, de actuar en régimen de sustitución, habilitación o turno. A destacar que se admite sin ambages la sustitución.

c)
Identificación de los comparecientes. Identificación , mediante reseña, de la representación aducida, acreditación por documento auténtico y juicio de suficiencia de las facultades representativas conforme al 166 del propio Reglamento. 

          “El notario podrá hacer constar cuantos otros       datos considere oportunos”. Entre los cuales: la declaración de vigencia por parte del representante, que no explicita el artículo, haber consultado el archivo de revocación de poderes, que deviene obligatorio, o quedar pendiente la eficacia de la póliza de la posterior ratificación del representado, o de la exhibición del la copia autorizada del poder alegado.

         En sede de representación no acreditada cumple distinguir entre los supuestos de actuación de un mandatario verbal o de un apoderado sin facultades suficientes, y la hipótesis del apoderado con suficientes facultades que no exhibe la copia autorizada de su poder: 

I)
En el primer supuesto la representación debe completarse por medio de la ratificación, que entraña la firma del representado ya sea ante el propio notario o bien ante otro distinto; si la ratificación se hace ante otro notario se habrá de consignar en escritura pública y su otorgamiento se deberá reseñar en la póliza  mediante una nota; si se ratifica ante el mismo notario que intervino la póliza, se practicará mediante diligencia, que en su caso se anexará a la póliza.

II)
Si lo que queda pendiente es la exhibición al notario que intervino la póliza de la copia autorizada del poder, bastará que consigne el hecho por medio de diligencia, agregada a la póliza, en su caso, a través de un folio anexo.

        Tanto la ratificación como el otro supuesto de acreditación ulterior del apoderamiento invocado presuponen que la eficacia de la póliza queda pendiente de la citadas ratificación o exhibición. En nuestra opinión, como insistiremos luego ,parece recomendable realizar  esta prevención doblemente: antes de la intervención, si es preciso en folio anexo, para que quede constancia de que los otorgantes de la póliza insisten en el otorgamiento; y en el propio texto de la intervención, a modo de reserva y aviso sobre su eficacia, supeditada a los citados hechos. Esto no obstante, del 197 quater se puede extraer la conclusión de que solo resulta imprescindible recogerla en el texto de la intervención , dado que ésta comporta en si misma la aprobación y conformidad de los interesados.

d)
La calificación del acto o negocio jurídico.

e)
El contenido del acto o negoció jurídico

f)
La aprobación o conformidad de los otorgantes. En este punto hay que hacer notar que bastará una sola firma, sin que el representante deba anteponer tampoco ni el nombre ni la razón social de su representado. No será necesaria más que una firma, aún en el supuesto de intervenir en varios conceptos, por ejemplo: representante del acreditado, fiador, etc.

g)
El número total de hojas, incluidos los anexos. Esta indicación puede formar parte del texto de la póliza, pero puede también incluirse fuera del citado texto por el expediente de numerar en los márgenes de la póliza, por ejemplo a pié de página.

Si falta cualquiera de estos datos se pueden suplir por el notario antes de la intervención, en su caso por folio anexo. 

2.Diligencia de intervención.

         La fórmula “con mi intervención” expresa el control notarial de legalidad con toda la extensión que le es inherente según el artículo 197 quater. En consecuencia, comporta, sin necesidad de explicitar más, el juicio de capacidad respecto de los interesados, que no exige especialmente el artículo 197. Por lo demás, nada impide, sino que es recomendable que la diligencia se amplíe mediante la indicación de significado, de manera que realce el control notarial de legalidad. La diligencia de intervención se podrá extender en folio anexo.

         En la intervención habrá que recoger el número total de las hojas que componen  el texto contractual y, en su caso, los documentos unidos, debiéndose numerar todas ellas, que el notario rubricará y sellará. Ahora bien, ¿subsiste esta obligación de cuantificar cuando la numeración se contiene en el texto de la póliza? En nuestra opinión, si la numeración figura en el texto de la póliza o se ha completado en folio anexo con antelación a la intervención , recabarla nuevamente en la intervención sería redundante; por tanto, solo tiene sentido, si la numeración se produce fuera del texto de la póliza, mediante la estampación del número en los espacios en blanco existentes en la misma.

         En la diligencia de intervención se podrán incluir las reservas y advertencias que considere oportunas el notario.

         Alguna de estas prevenciones serán, no obstante obligatorias, por ejemplo las que pongan de relieve que la eficacia de la póliza pende de una ratificación ulterior o de la exhibición de un determinado documento. En estos casos la inclusión no es facultativa sino obligatoria.

        Señalábamos con anterioridad, que estas hipótesis de representación pendiente de ratificación o de posterior acreditación documental, en puridad, convendría reproducir la salvedad doblemente, en el otorgamiento(antes de la intervención) y en la propia diligencia de intervención: una advertencia con antelación a la intervención, que se practica, pues, con la anuencia de los interesados; y una reserva en el texto de la intervención.  Sin embargo, la primera advertencia se puede sobrentender, en la medida en que la intervención presupone por sí sola, según el 197 quater, la conformidad y aprobación de las partes, de lo que cabe concluir que solo será imprescindible en la diligencia de intervención.

OTORGAMIENTO

       El artículo 197 quater letra g alude al mismo cuando asigna a la intervención el significado de controlar “ la conformidad y aprobación del contenido de la póliza tal como aparece redactada, por los otorgantes”´

     Pese a la remisión genérica del 197 quinques a las dos secciones antecedentes, no parece que la intervención imponga al notario la obligación de leer la póliza a los otorgantes, sino tan solo de constatar, artículo 197 quater, “que el contenido del negocio jurídico se realiza de acuerdo con las declaraciones de voluntad de los intervinientes.” La firma de los otorgantes expresa por si misma “la conformidad y aprobación de los otorgantes al contenido de la póliza”( artículo 197,g), es decir, su otorgamiento.

      a) Otorgamientos separados. La póliza desdoblada. Artículo 197 pfo. tres.

      El otorgamiento del negocio puede realizarse ante un mismo notario o ante notarios distintos. Esta última posibilidad, fuera de los casos de sustitución de un notario por otro, por ejemplo en algún otorgamiento sucesivo dentro de una misma póliza, resulta expresamente admitido, mediante el sistema de pólizas desdobladas. Cada póliza se reputa completa y cada notario conservará la suya. El reglamento no previene ningún sistema de comunicación entre los notarios . Da la sensación de que no lo considera necesario, pues cada póliza se considera completa, de manera que su integración se habrá de llevar a cabo por las partes extranotarialmente; puede suceder incluso que los notarios no sepan quien es el otro; ahora bien , de saberse, parecería cosa recomendable la remisión de un oficio para consignar el otorgamiento de la otra mediante nota.

      b) Otorgamientos separados y una sola intervención. Artículo 197bis.

           Es el caso del otorgamiento previo por parte de los representantes de entidades financieras, cuya firma se puede presentar con la póliza sin que se hayan estampado delante del notario, que con su intervención expresa un doble juicio de legitimidad de la firma y de suficiencia de sus poderes. En la concepción reglamentaria se produce una sola intervención, coincidente con la firma de los otros interesados. Ciertamente, existen otorgamientos sucesivos, pero una única intervención, cuya fecha resultará con relativa frecuencia necesariamente posterior a la firma de los citados representantes; fecha en la que quedará incorporada la póliza al libro registro, e inhábil, por lo tanto, para circular o salir del despacho, de modo que si no ha sido previamente firmada por los apoderados de la entidad financiera de que se trate, habrán éstos de comparecer en el despacho, sin que se les pueda mandar la póliza para que la firmen.


Ciertamente, este mecanismo de la firma previa de los señalados representantes trae consigo el problema de que no coincidan la fecha consignada en la póliza y la de la intervención en aquellos casos en que la otra parte firma en diferente día. No cabe duda que el contrato se perfeccionará ese último día y ésta habrá de ser la fecha de la intervención. La discordancia con la fecha señalada en la póliza ello puede suponer alguna corrección adicional, así cuando la póliza de préstamo incorpora el dato de la cantidad total abonada al tiempo del vencimiento, que resultará disminuida por el importe de los intereses devengados desde la fecha consignada en la póliza y la de entrega de capital prestado, normalmente con el cierre de la operación.

     c) Otorgamientos sucesivos con intervenciones sucesivas. Artículo 197 ter.

          A estas alturas, ni que decir tiene que en la póliza no rige el principio de unidad de acto. De ahí la posibilidad de otorgamientos sucesivos, salvo disposición legal o reglamentaria o que el notario o cualquiera de los interesados reclame la comparecencia simultanea.

             Resulta plausible que el notario disponga de esta posibilidad de vedar los otorgamientos sucesivos. Mayores dificultades apareja la oposición de los interesados: ¿ qué ocurrirá si va  precedida de otros otorgamientos previos? Una forma de oposición tácita consiste en no firmar y esperar la caducidad del documento. Pero si se quiere dejar constancia expresa de la oposición no parece oportuno que se consigne mediante diligencia en la misma póliza, pues se daría el contrasentido de firmar el documento contra el que se opone no por razón de contenido sino por faltar la unidad de acto; cabe imaginar las dudas que tal conducta puede reportar acerca de si se produce o no una aceptación. Lo mejor es que en tal caso se verifique un acta de manifestaciones.

           Esto supuesto, en cada otorgamiento sucesivo el notario indicará “con mi intervención” el nombre del otorgante, fecha de otorgamiento y cualquier otra circunstancia que considere necesario. Es decir, los otorgamientos sucesivos se traducen en intervenciones sucesivas.

           Con la primera intervención se produce la incorporación al protocolo o libro registro.

            Transcurridos dos meses, al igual que en el derecho reformado, sin que se complete la póliza, ésta caduca. El Reglamento prohíbe los otorgamientos sucesivos fuera de plazo. No exige que se deje constancia en la póliza del transcurso del término, aunque pudiera ser recomendable extender una diligencia de cierre.

II.- ACTAS NOTARIALES.- 

Las actas se encuentran reguladas sistemáticamente en los artículos 198 a 220 del Reglamento Notarial, que integran la Sección 4ª (Actas notariales) del Capítulo II del Título Cuarto (que continúan, como hasta ahora, referidos ambos al instrumento público). 

El artículo 198 constituye la regulación general en materia de actas, sin perjuicio de las normas comunes que les son aplicables en cuanto instrumentos públicos, contenidas en los artículos 147 a 155, integrantes de las Sección Primera (Requisitos generales) del mismo Capítulo II del Título Cuarto. 

Dicho artículo 198 se estructura en dos apartados, el primero de los cuales, tras establecer la definición de acta –que ahora deberá coordinarse con el artículo 17 LN modificado por la Ley 36/2006- dispone que a las actas les serán aplicables los preceptos de la Sección Segunda, relativos a las escrituras matrices, con las especialidades que detalla a continuación, cosa que hace en unos términos que recuerdan a los del anterior artículo 197, pero con algunas novedades, las más importantes de las cuales se mencionan a continuación: 

- Cuando el requirente ejercite un derecho por medio del acta, habrá de afirmarse su capacidad y legitimación, a los efectos de su control de legalidad. 

- Cuando se extienda la diligencia en el lugar donde se practique, invitará el Notario a que la suscriban no sólo a quienes en ella tengan interés –como regía hasta ahora- sino también “a cualquier otra persona que esté presente en el acto”, que es la novedad.

- El requerimiento para levantar el acta no podrá referirse en ningún caso a conversaciones telefónicas, ni comprender la realización de preguntas por parte del Notario: La novedad no consiste en que antes no debiera llegarse a esta conclusión, sino en que ahora se establece expresamente.  

- Cuando el acta deba ser realizada en el interior de un establecimiento, el notario deberá identificarse ante la persona que juzgue más idónea y hacerle saber el objeto del acta, y no consignará sino los hechos que compruebe una vez autorizada su actuación, que si fuere negada se limitará a hacerlo constar así. 

- Los notarios se abstendrán de dar fe de incidencias ocurridas en actos públicos sin ponerlo en conocimiento de la persona que los presida, pero ésta no podrá oponerse a que aquellos, después de cumplido este requisito, ejerzan su ministerio; si ésta se opusiere, se limitará a hacerlo constar así.
- Otros subapartados de este apartado 1 innovan en el solo sentido de trasladar a este precepto normas que hasta ahora estaban dispersas en la regulación de los singulares tipos de actas, con cuya traslación tales normas adquieren un ámbito general de aplicación. Tal ocurre con las reglas quinta (valor de las manifestaciones contenidas en una notificación o requerimiento y en su contestación, que se traslada desde el anterior art 204), sexta (comprobación de que el contenido del acta y de los documentos a que haga referencia no son contrarios a la ley o al orden público, que se traslada desde el anterior art 201) y séptima, ap. 1º, (las manifestaciones verbales percibidas por el notario durante la realización de un acta sólo podrán ser recogidas en ésta previa advertencia por el notario al autor de la existencia y finalidad del acta, del carácter potestativo de la manifestación y de la posibilidad de diferirla a la comparecencia en la notaría en los dos días naturales siguientes a la entrega de la cédula o copia del acta que las insta, que se traslada también del anterior art 204).

El apartado 2 del artículo 198 regula ex novo el requerimiento para dejar constancia de cualquier hecho relacionado con un archivo informático, regulando además la manera de practicar el acta y de expedir copias de la misma. 

Los restantes artículos 199 a 220 regulan los singulares tipos de actas, introduciendo algunas modificaciones en las preexistentes y añadiendo dos nuevas: las actas de liquidación y las de subasta; tras lo que resultan siete tipos de actas distribuidas en siete subsecciones. Los tipos de actas quedan así: 

Subsección 1ª Actas de presencia.- Comprende los artículos 199 a 207; los artículos 199 y 200 contienen la normativa general, y bajo las letras a, b y c se regulan las tres modalidades tradicionales (remisión de documentos por correo, notificación y requerimiento y exhibición de cosas o documentos). Las principales novedades son las siguientes:

El artículo 199 aclara que las actas de presencia no podrán extenderse a hechos cuya constancia requiera conocimientos periciales; y en su último párrafo regula detalladamente las actas destinadas a uso publicitario. 

Se añade un párrafo 4º al art 200, relativo a la constancia en estas actas -conforme al art 114.2 de la Ley 24/2001- a solicitud de los interesados, de las comunicaciones electrónicas recibidas de los interesados y de las que, a requerimiento de los mismos, envíen los Notarios a terceros.    

a) Actas de remisión de documentos por correo (art 201). Adapta la regulación anterior del mismo precepto a los nuevos medios tecnológicos de remisión de documentos. 

b) Actas de notificación y requerimiento (arts 202 a 206). Todos estos preceptos han sufrido modificaciones, excepto el art 205, que sigue igual. El contenido general de las nuevas normas no difiere sustancialmente de la regulación anterior, aunque se aprecia un intento por aliviar las dificultades que la práctica de las notificaciones supone a veces para el notario. En este sentido, las novedades principales son las siguientes: 

Cuando la persona con quien se haya entendido la diligencia se resistiere a su recepción se aclara expresamente que se tendrá por realizada la notificación. 

Se aclara igualmente que, a efectos de recoger la contestación del notificado o requerido dentro de los dos días laborables siguientes, no se considerarán días laborables los sábados. 

Los notarios no aceptarán requerimientos dirigidos a autoridades o funcionarios, salvo en los casos taxativamente previstos en la ley; sin perjuicio de que puedan dejar constancia en acta de presencia de la realización por los particulares de actuaciones que les competan conforme a las normas administrativas. 

c) Actas de exhibición de cosas o documentos (art 207). El precepto no se ha modificado. 

Subsección 2ª Actas de referencia (art 208). El precepto no se ha modificado. 

Subsección 3ª Actas de notoriedad (arts 209, 209 bis y 210). El artículo 209 introduce la aclaración de que las actas de notoriedad deben instrumentarse mediante dos actas con número de protocolo independiente si el acta se concluye en fecha distinta a la de su iniciación.
Las modificaciones introducidas en el art 209 bis aclaran dos cosas: que en las actas de declaración de herederos pueden ser testigos los parientes del fallecido, sea por consanguinidad o por afinidad, cuando no tengan interés directo en la declaración; y que la declaración de notoriedad en tales actas debe esperar a que transcurran los veinte días hábiles desde la comunicación de su iniciación al Decanato. 

El artículo 210 es todo él nuevo en el Reglamento, y recoge la doctrina de la Circular 6/98 del Consejo General del Notariado relativa al acta de notoriedad complementaria del título público conforme a los arts 205 LH y 298 RH, al tiempo que reitera que sólo es notario hábil para cumplimentarla el que sea competente para actuar en el lugar de situación de la finca.   

Subsección 4ª Actas de protocolización (arts 211 a 215). Sólo se modifica el art 215, en el sentido de añadirle un párrafo relativo a limitar la protocolización de documentos privados sujetos a ITPAJD o al ISD sólo si consta en ellos la nota que corresponda de la Oficina liquidadora o entidad bancaria colaboradora. 

Subsección 5ª Actas de depósito ante notario (arts 216 y 217). El art 216, tras aclarar que la admisión de depósitos es voluntaria para el notario salvo los casos en que el depósito notarial esté establecido por una ley, regula con cierto detalle el depósito de documentos extendidos en soporte informático, ocupándose entre otros extremos de la identificación del documento, del control de la legalidad de su contenido y de su eventual traslado a un nuevo soporte. El art 217 contiene una regla especial para los depósitos en efectivo: El notario no podrá obtener rendimiento de tales depósitos, a cuyo efecto deberá abrir una cuenta especial no remunerada. Los restantes párrafos novedosos de estos dos arts 216 y 217 son traslaciones a ellos de diversos párrafos de los arts 218 a 220, que ahora se destinan a regular las dos nuevas modalidades de actas: las de liquidación y las de subasta. 

Subsección 6ª Documento fehaciente de liquidación (arts 218 y 219). El artículo 219 establece el régimen de las actas de liquidación de cualesquiera cuentas o contratos no comprendidos en el artículo 218 que, no obstante su ámbito específico de aplicación, tiene una regulación lo suficientemente detallada como para erigirse en norma general en la materia. Por eso el art 219 acaba disponiendo que las actas de liquidación a que se refiere, que son las generales, se acomodarán a los requisitos establecidos en el artículo anterior, con las especialidades derivadas del requerimiento. 

Por lo demás el art 218 regula detalladamente lo que sin duda es la modalidad más característica de las actas de liquidación a que se refiere el art 573.1.2ª LEC: Las que se hacen para acreditar haberse practicado en la forma pactada la liquidación del saldo resultante de las operaciones derivadas de contratos formalizados en escritura pública o en póliza intervenida a que se refiere el art 572 LEC. El detalle de la regulación reglamentaria, unido a su carácter totalmente novedoso, obligan a remitirse directamente a su texto que, paradójicamente, nace desfasado en un detalle menor: así, la regla primera, alude, entre la documentación que el requirente ha de entregar al notario, “el ejemplar de la póliza intervenida que haya de servir de título para la ejecución”, siendo así que, tras la reforma del art 17 de la LON por la Ley 36/2006, “se considerará título ejecutivo al testimonio expedido por el Notario del original de la póliza o a la copia autorizada de la misma. 

Subsección 7ª [6ª en el BOE] Actas de subasta (art 220). El carácter íntegramente novedoso del precepto y lo detallado de su regulación obligan a remitirse directamente a su texto. No obstante, llama la atención la excesiva rigidez del procedimiento de subasta, regulado en el apartado 1 del precepto; y en las subastas voluntarias, reguladas en el apartado 2, sorprende la admisión de la reserva por el requirente del derecho a aprobar a su libre arbitrio el remate. El apartado 3 aclara que las subastas que se hicieren en cumplimiento de una disposición legal, de una resolución judicial o administrativa, o de una cláusula negocial, se regirán en primer lugar por las normas que respectivamente las establezcan, y en su defecto por las del presente artículo. Y el apartado 4 y último permite encomendar la subasta a los Colegios Notariales, que designarán por turno a los notarios que deban llevarlas a cabo, pudiendo celebrarse en los locales de los propios Colegios.   

III.-COPIAS, TESTIMONIOS Y LIBRO-INDICADOR.-

a) Copias. 

En materia de copias, los artículos del Reglamento notarial que se ven afectados por la reforma son los números 221, 222, 224, 225, 226, 228, 230, 233, 237, 241, 243, 244, 248, 249 y el 250 (este último pasa a integrar una sección separada dedicada a los testimonios del Libro Registro). 

Lo más importante para la práctica notarial es lo siguiente: 

a) Se amplía el concepto de copia al ampliarse el elenco de documentos protocolares; por cuanto ahora se pueden expedir copias no sólo de escrituras públicas y de actas sino también de pólizas que hayan sido incorporadas al protocolo (art. 221).

b) La materia de la legitimación para obtener copias no se ha modificado, salvo algún retoque técnico en el artículo 226, respecto de los testamentos. La novedad más llamativa se encuentra en la nueva redacción del artículo 225 relativo a copias parciales de testamentos a solicitud de las Administraciones Públicas con ocasión de expedientes o informes sobre solvencia o en procedimiento de apremio.

c) La novedad fundamental afecta a la cuestión del soporte material de las copias por cuanto, de cuerdo con lo establecido en la Ley 24/2001, se prevé la existencia, junto con las tradicionales copias en soporte papel, de las nuevas copias en soporte electrónico o “copias electrónicas”, pudiendo ser tanto unas como otras copias autorizadas o simples.

En cuanto a las copias en papel, para las autorizadas se mantiene sustancialmente el régimen tradicional (aunque en alguna de las versiones del Proyecto su suprimía la necesidad de rubricar todas las hojas, en la versión final se mantiene la rúbrica de todas las hojas –art. 241 primer párrafo-). El RN se refiere ahora a la imposición del sello de seguridad creado por el CGN, en el pie de copia de escrituras y actas y en los testimonios. Y de forma expresa se prohíben todas las interpolaciones, tachaduras, raspaduras o enmiendas tanto en el cuerpo de la copia como en su pie o suscripción. Cuando fueran advertidos errores u omisiones, se subsanarán mediante diligencia posterior autorizada de igual modo que la copia, haciendo constar, además, por nota al margen de ésta, la rectificación (art. 243). 

Para las copias simples en papel se introduce la novedad de un papel especial para copias que pondrá en circulación el Consejo General del Notariado (art. 224,2). De forma expresa se prohíbe que consten las firmas de los otorgantes en las copias simples.

En cuanto a las copias en soporte electrónico, lo específico de su regulación se encuentra en el art. 224.4. 

1.- Copias simples electrónicas.

En cuanto a las copias simples electrónicas, ninguna norma del Reglamento nos dice exactamente en qué consisten, dándolo por supuesto como si fuera algo evidente. La norma reglamentaria lo único que prevé respecto de las mismas es que se pueden remitir a cualquier interesado cuando su identidad e interés legítimo le consten fehacientemente al notario y que para su envío debe utilizarse un procedimiento tecnológico adecuado que garantice su confidencialidad hasta el destinatario (art. 224, 4, último párrafo).

Pero, ¿debe aplicarse a esta copia electrónica simple la firma electrónica reconocida del notario que la expide? Parece que sí, a la vista del art. 110 de la Ley 24/2001. La diferencia formal entre copias autorizadas electrónicas y copias simples electrónicas se encuentra en el texto del archivo informático en que consisten: las autorizadas, como sucede con las de papel, llevan añadido un pie de copia, que es un texto en el que el notario expedidor afirma la correspondencia del texto que antecede con una matriz del protocolo, mientras que las simples no llevan añadido ese texto. Por eso, aunque aplicándose a las dos la FEREN, las dos tienen la misma garantía de origen (tantas unas como otras son archivos informáticos que han sido remitidos por un concreto notario y que no han sufrido ninguna alteración), sin embargo, sólo las autorizadas afirman bajo la fe del notario remitente ser reproducción fiel de una matriz y por eso sólo las mismas son copias fehacientes. 

Obsérvese que la norma reglamentaria lo que sí exige para la remisión de la copia simple electrónica es un procedimiento tecnológico que garantice la “confidencialidad” hasta el destinatario. Ningún mecanismo ordinario de correo electrónico –ni siquiera si se aplica al archivo electrónico remitido la firma electrónica reconocida notarial- garantiza la confidencialidad del mensaje, es decir, que no puede ser conocido su contenido por terceras personas durante el trayecto (por ejemplo, un operador del servidor donde tiene alojada su cuenta de correo el destinatario). La confidencialidad sólo está garantizada (en un nivel de seguridad razonable) si el mecanismo de correo empleado realiza un proceso de “encriptación” de la totalidad del mensaje (y no sólo del resumen hash del mismo, como hacen los programas ordinarios de firma electrónica, cuya finalidad es asegurar la procedencia y no alteración del mensaje y no su secreto, lo que son cuestiones distintas). Pero la aplicación de una determinada encriptación al mensaje presupone que el destinatario del correo cuenta con un programa capaz de desencriptar el mensaje para poder leerlo, lo cual sólo suele suceder si remisor y destinatario están integrados en un sistema informático específico de comunicaciones seguras en la red, lo que evidentemente no sucede con el notario y sus clientes. 

A la vista de todo esto, y mientras no se aclare por circulares o instrucciones cuál es el procedimiento tecnológico que garantiza la confidencialidad en la remisión de las copias simples electrónicas, lo aconsejable es ser extremadamente cauteloso en esta materia.  

2.- En cuanto a las copias autorizadas electrónicas, el régimen que establece ahora el RN se puede condensar en lo siguiente: 

- Según resulta de lo ya expuesto, además de aplicarse a la misma el dispositivo de firma electrónica reconocida del notario, debe contener un texto con la afirmación por parte del notario que la expide de su correspondencia con una matriz del protocolo, lo que sería el pie de copia electrónica. 

- La norma faculta a la DGRN para determinar el “formato telemático” en que deba expedirse la copia autorizada electrónica, utilizando para ello criterios de seguridad (penúltimo párrafo del art. 224,4). Parece que con ello se refiere a una cuestión de que se ocupó la Instrucción de la DGRN de 18 de marzo de 2003, que impuso el formato “pdf” para los archivos que contienen las copias electrónicas. 

- Aunque se pueden distinguir como actos distintos la “expedición” de la copia (por lo que parece que hay que entender su “suscripción” por el notario, es decir, la aplicación del dispositivo de firma electrónica a un determinado archivo) y la “remisión” de la copia (el “envío” del archivo electrónico firmado al correspondiente destinatario mediante un mecanismo de correo electrónico), la norma nos dice que las dos operaciones las debe hacer el mismo notario. Es decir, no podría “firmar” electrónicamente el archivo un notario (por ejemplo, el titular del protocolo) y realizar el envío otro distinto (por ejemplo, el sustituto por ausencia o imposibilidad accidental). 

Al respecto, lo cierto es que esta cuestión no plantea en la actualidad mayor problema porque el dispositivo de la FEREN se aplica siempre al mismo tiempo que se realiza la remisión del mensaje, con lo cual en la práctica no puede existir esa disociación subjetiva que la norma prohíbe.

Una cuestión distinta es si sólo el notario autorizante de la matriz puede expedir la copia autorizada electrónica de la misma. Aunque la norma del art. 224,4 RN, podría ser más clara, parece que hay que entender que a la expedición de copias electrónicas se aplica el régimen general de las copias en el sentido de que las mismas pueden ser expedidas por el notario en cuyo poder se halle legalmente el protocolo en un momento determinado (así resulta del art. 17 bis LN, introducido por la Ley 24/2001, en su apartado 3). Véanse al respecto los criterios de la Circular CGN de 19 de abril de 2005, que contempla tanto la expedición como la recepción de copias electrónicas por el notario sustituto).    

Una operación distinta de la expedición y remisión de la copia autorizada electrónica es su “traslado a papel”. En este traslado sí puede intervenir un notario distinto del expedidor/remisor: el notario destinatario y receptor de la misma. A continuación volveremos sobre este tema del traslado.

- Una norma fundamental es la que prescribe que estas copias autorizadas electrónicas sólo pueden expedirse para su remisión a otro notario o a un registrador o a cualquier órgano judicial o de las Administraciones públicas, siempre en el ámbito de su respectiva competencia y por razón de su oficio. 

- La limitación de posible destinatario de estas copias autorizadas electrónicas, en los términos indicados, se relaciona con la siguiente exigencia reglamentaria: “En la expedición de las copias autorizadas electrónicas se hará constar expresamente la finalidad para la que se expide, siendo sólo válidas para dicha finalidad, y su destinatario, debiéndose dejarse constancia de estas circunstancias por nota en la matriz”.

El Reglamento no aclara una cuestión sobre la que se pronunció de forma expresa la Circular CGN de 19 de abril de 2005, que entendió “incluido en el requisito de “concreta finalidad” la petición que pueda hacer una persona con interés legítimo (por ejemplo el poderdante) para que el notario autorizante remita una copia electrónica a otro notario, a los exclusivos efectos de que el notario receptor verifique su traslado a soporte papel y lo entregue a otra persona determinada (por ejemplo el apoderado) para su actuación en otras actuaciones incluso no notariales (el notario receptor no autorizaría por tanto ningún documento público con el apoyo del documento electrónico que recibe)”. Y a tal efecto, considera que ésa es una finalidad suficientemente concreta y que esa labor de traslado a papel bajo su fe del contenido de una copia electrónica es algo incluido dentro de la competencia notarial y que se efectúa por razón de su oficio.

En cualquier caso, la idea clave que deberíamos retener es que el límite fundamental a este posible empleo de la copia electrónica y de su traslado a papel (muy interesante desde el punto de vista de la agilidad del servicio que podemos prestar a nuestros clientes aprovechando las nuevas tecnologías y que está perfectamente amparada en la seguridad que presta el sistema notarial en su conjunto) se encuentra simplemente en la normativa tradicional sobre la legitimación para obtener copias de documentos notariales. Es decir, el traslado a papel en cuestión sólo deberá realizarse si ha sido previsto de forma expresa por el interesado con derecho a copia, el cual debe haber solicitado no sólo la remisión telemática de la copia a otro notario, sino además el traslado de la copia a papel por parte del notario destinatario y la entrega de ese traslado precisamente a una persona determinada. 

No obstante, en esta materia puede tener incidencia la siguiente cuestión de que pasamos a ocuparnos.

- “Las copias autorizadas electrónicas una vez expedidas tendrán un plazo de validez de sesenta días a contar desde la fecha de su expedición. Transcurrido este plazo, podrá expedirse nueva copia electrónica con igual finalidad que la caducada. La expedición de esta nueva copia autorizada electrónica con idéntico destinatario y finalidad no devengará arancel alguno”.

Comparando esta nueva norma con el precedente que se encontraba en la Instrucción de la DGRN de 18 de marzo de 2003 (que en su apartado cuarto sometió a un plazo de vigencia de 30 días a las copias electrónicas ya expedidas o firmadas pero todavía no remitidas), lo que se dispone ahora es que toda copia autorizada electrónica pierde su validez una vez que pasan sesenta días desde su expedición, con independencia de que haya sido remitida o no. Como de momento la expedición coincide con la remisión, lo que resulta es que toda copia autorizada electrónica caduca a los sesenta días desde su remisión. Una vez que ya ha sido enviada a su destinatario, éste sólo puede considerarla válida durante sesenta días. Transcurrido ese plazo, si se quiere utilizar, habría que enviar una nueva copia autorizada electrónica. 

Se puede pensar que el Reglamento ha cometido un exceso contra legem y que es una absoluta anomalía que por vía reglamentaria se limite la validez de algo que para la Ley es un documento público, con una limitación funcional y de destino pero no temporal. Pero de momento la norma en cuestión está ahí. 

Una cuestión clave que plantea la misma es si se aplica también esta limitación de vigencia a la copia autorizada electrónica ya trasladada a papel. Imaginemos que, por la razón que sea, el otorgamiento previsto en la notaría de destino se retrasa más allá de los sesenta días, ¿puede el notario destinatario trasladar a papel la copia autorizada electrónica del poder que ha recibido, para utilizar ese traslado después de los sesenta días sin necesidad ya de que se le envíe una nueva copia? Y si la copia electrónica, -como ya vimos que admitía la Circular CGN de 2005 y parece admitir el Reglamento reformado-, no se remite a otro notario para su utilización por éste, sino sólo para su traslado a papel y entrega a una persona para que ésta utilice ese documento fuera de la notaría de destino, ¿se ve afectada la validez de ese traslado por el plazo de vigencia de sesenta días desde la fecha de remisión de la copia autorizada en formato electrónico? 

La cuestión no es aclarada por el Reglamento pero, a la vista de la frase que dice “el traslado a papel de las copias autorizadas expedidas electrónicamente, cuando así se requiera, sólo podrá hacerlo el notario al que se le hubiesen remitido, para que conserven la autenticidad y la garantía notarial”, parece que la limitación de vigencia temporal no se aplica a copias electrónicas ya trasladadas a papel, pero siempre que el traslado lo verifique precisamente un notario destinatario de la copia. Precisamente, las cautelas de que la norma rodea un traslado a papel por el notario destinatario sólo parecen tener sentido para una copia que va a funcionar en el tráfico fuera de esa notaría como una copia ordinaria en papel, con vigencia indefinida. Mientras que los traslados por registradores y otros funcionarios públicos o jurisdiccionales solo servirían para conseguir la integridad documental en papel de los expedientes o archivos para los que se aportó la copia. Al extenderse a sesenta días la fehaciencia de la copia autorizada electrónica, se cubriría todo el plazo normal del procedimiento registral durante el cual se necesita como base una copia hábil. Transcurrido ese plazo, el traslado a papel por esta clase de funcionarios tendría una finalidad meramente conservativa o de archivo o recuerdo del documento electrónico que se tuvo en cuenta.

- Con ello llegamos a la cuestión del traslado a papel tal y como queda regulada en el Reglamento reformado.

“El traslado a papel de las copias autorizadas expedidas electrónicamente, cuando así se requiera, solo podrá hacerlo el notario al que se le hubiesen remitido, para que conserven la autenticidad y la garantía notarial. Dicho traslado se extenderá en folios timbrados de papel de uso exclusivo notarial, con expresión de su nombre, apellidos y residencia, notario que expide la copia, fecha de su expedición y de traslado a papel y números de los folios que comprende, bajo su firma, sello y rúbrica.

El notario destinatario de una copia autorizada electrónica podrá, según su finalidad: 

1.º Incorporar a la matriz por él autorizada el traslado a papel de aquélla haciéndolo constar en el cuerpo de la escritura o acta o en diligencia correspondiente.

2.º Trasladarla a soporte papel en los términos indicados, dejando constancia en el Libro Indicador, mediante nota expresiva del nombre, apellidos y residencia del notario autorizante de la copia electrónica, su fecha y número de protocolo, así como los folios en que se extiende el traslado y su fecha.

3.º Reseñar su contenido en lo legalmente procedente en la escritura o acta matriz o póliza intervenida.

Una vez realizado el traslado a papel, el notario remitirá telemáticamente al que hubiese expedido la copia electrónica el traslado a papel, para que aquél lo haga constar por nota en la matriz.

La coincidencia de la copia autorizada expedida electrónicamente con el original matriz será responsabilidad del notario que la expide electrónicamente, titular del protocolo del que forma parte la correspondiente matriz. La responsabilidad de la coincidencia de la copia autorizada electrónica con la trasladada al papel será responsabilidad del notario que ha realizado dicho traslado.”

Al respecto, hay que hacer las siguientes observaciones:

La utilización de una copia autorizada electrónica por parte del notario destinatario no presupone necesariamente el traslado a papel de la misma. Teniendo en cuenta el régimen del artículo 98 de la Ley 24/2001, lo normal, tratándose de poderes, es que el notario autorizante del negocio otorgado por el apoderado se limite a reseñar los datos de la copia autorizada electrónica recibida telemáticamente y a afirmar la suficiencia de las facultades representativas.

En el caso de llevarse a cabo el traslado a papel, hay que distinguir dos supuestos:

1.- El traslado para incorporarlo a la propia matriz autorizada (por ejemplo, la copia del acta que contiene el requerimiento o notificación por comodidad se traslada a papel y se incorpora a la que autoriza el notario requerido). En coherencia con lo ya señalado, este traslado sería discrecional para el notario receptor sin necesidad de una autorización expresa (aunque no distingue la norma, no parece que este traslado deba remitirse al notario de origen de la copia).

2.- El traslado para la circulación del mismo fuera del protocolo del notario receptor. Esta posibilidad hay que considerar que no queda a la discrecionalidad del notario como la anterior, sino que debe haber sido prevista por el solicitante de la remisión de la copia autorizada electrónica. Así hay que entender el “cuando así se requiera” y la frase “el notario destinatario de una copia autorizada electrónica podrá, según su finalidad”. Es la finalidad expresa para la que se ha remitida la copia electrónica la que determina que el notario destinatario pueda trasladarla a papel, traslado que evidentemente no es para conservar él el documento en cuestión sino para entregarlo a alguien, y ello es lo que justifica la obligación de constancia en el Libro Indicador y la remisión de una reproducción electrónica del traslado al notario remisor de la copia para la constancia de su existencia también por nota en la matriz.

Por último, hay que recordar que, a efectos arancelarios, la Circular CGN de 25 de enero de 2003 consideró que los traslados a papel devengan derechos arancelarios como si se tratase de testimonios.

d) El plazo de expedición de las copias. 

1.- El plazo máximo para expedir copia, que antes coincidía con el del pago del impuesto, ahora se ha reducido a los cinco días hábiles posteriores a la autorización.

2.- Pero la cuestión más importante es la relativa a la presentación telemática de las escrituras inscribibles en el Registro de la Propiedad y en el Registro Mercantil, objeto de regulación ahora en el artículo 249, 2 y 3.

La idea clave al respecto es que la función que hasta ahora venía desempeñando la comunicación por telefax del otorgamiento de una escritura para causar ya un asiento de presentación que asegura la prioridad registral para el título en cuestión ahora la va a desempeñar la remisión telemática de una copia autorizada electrónica de la escritura, la cual no va a dar lugar a un asiento de presentación provisional, pendiente de que se presente la copia autorizada en papel, sino al asiento de presentación definitivo que no necesita ninguna nueva presentación en papel. 

El nuevo régimen reglamentario se puede condensar en las siguientes ideas:

- El Reglamento reformado impone la presentación telemática como algo en todo caso obligatorio para el notario, salvo dispensa expresa del interesado.

Cómo se relaciona esta obligatoriedad con el tema de la gestión fiscal y registral del documento es algo que no aclara el Reglamento Notarial.

- La segunda cuestión es que, como esta presentación telemática de la copia electrónica pasa a desempeñar la misma función de aseguramiento de la prioridad registral que hasta ahora era propia de la comunicación por telefax, se somete esta presentación a un régimen de urgencia temporal: “el notario deberá expedir y remitir la copia autorizada electrónica en el plazo más breve posible y en todo caso en el mismo día de autorización de la matriz o, en su defecto, en el día hábil siguiente”.

Sobre esta exigencia temporal se pueden hacer varias observaciones.

1.- Puede llevar a entender que la presentación telemática sólo cabe en ese reducido plazo, lo que sería completamente absurdo y contrario a la propia finalidad de la norma. Así, un cosa es que se imponga al notario la obligación de no dejar pasar ese plazo, y otra que la presentación telemática, que es una forma no excepcional sino la forma ordinaria de presentación de documentos en los Registros que ahora se pretende, solo pueda tener lugar en ese plazo. Así, el interesado podría indicar al notario que no quiere presentar su escritura en el Registro por la razón que sea y tres meses mas tarde solicitarle esta remisión que perfectamente podría (y debería) hacer el notario en ese momento en forma electrónica y telemática.

2.- La evolución de la norma en el Proyecto, con la inclusión a última hora del inciso “en el plazo mas breve posible y, en todo caso, ....”, debe llevar a pensar que, en caso de problemas, muy probablemente va a terminar prevaleciendo la interpretación más dura. Es decir, que no conviene confiarse en que tenemos el día entero y el siguiente para remitir tranquilamente la copia electrónica sin incurrir en responsabilidad si antes de nuestra copia entra algo en el Registro. 

3.- En caso de “imposibilidad técnica” (que la norma no aclara en qué consiste) el notario queda dispensado de la presentación telemática de la copia autorizada electrónica y puede presentar la escritura por telefax en la forma hasta ahora tradicional y que se mantiene en el apartado 3, del artículo 249.

4.- En cuanto a la remisión de la comunicación por telefax (que es el único sistema que vamos a seguir utilizando hasta que devenga operativa en la práctica la conexión telemática entre notarías y registros), hay que plantear dos cuestiones: 

- En el texto anterior del artículo 249 RN el plazo para enviar el telefax comprendía el día del otorgamiento y el día hábil siguiente. Ahora la norma, en su afán por la celeridad, sólo contempla la remisión del telefax el mismo día del otorgamiento. En cualquier caso, no hay que pasar por alto esta cuestión, pues mientras se pone definitivamente en marcha el sistema de remisión telemática de la copia electrónica, de momento se ha endurecido el régimen anterior de la presentación por telefax, tanto por esta limitación del día siguiente como por la especifica responsabilidad que se impone al notario por la entrada de otros títulos por vía telemática. A estos efectos y a la vista de la obligatoriedad de presentación telemática que ya formula nuestro Reglamento, desde ya habrá que incluir una referencia expresa en las escrituras  a la imposibilidad técnica actual de remitir copia autorizada electrónica por no estar aún operativo el sistema de conexión telemática entre notarías y registros a los efectos de lo dispuesto en el artículo 112 de la Ley 24/2001.

- ¿El envío de la comunicación por telefax excluye la posibilidad de la presentación posterior de la copia autorizada electrónica en forma telemática? No parece que sea así y, como la presentación telemática -cuando sea prácticamente posible- va a ser la forma ordinaria de presentación, nada ha de impedir que, presentada la escritura por telefax ante una momentánea dificultad técnica o porque se está retrasando el procedimiento de remisión de la misma, pueda confirmarse ese asiento provisional con una presentación telemática y ya no en papel.

e) La cuestión de la numeración de las copias y su eficacia ejecutiva.

El tema de la eficacia ejecutiva de las copias se reforma para ajustarlo a los nuevos criterios de la Ley de prevención del fraude fiscal, dando nueva redacción a los párrafos 1º y 2º del artículo 233.

- A partir de ahora, sólo tendrán eficacia ejecutiva las copias expedidas expresamente con tal carácter.

- En todo caso, en la copia de toda escritura que contenga obligaciones exigible en juicio deberá hacerse constar si se expide o no con eficacia ejecutiva y, en su caso, y de tener ese carácter, que con anterioridad no se le ha expedido a ese mismo interesado copia con eficacia ejecutiva.

- El interesado que ya ha obtenido copia con eficacia ejecutiva solo podrá obtener copia con tal eficacia con sujeción al artículo 517, 2, 4 LEC.

- Aparte de ello, la numeración de las copias sigue existiendo, pues se mantiene el artículo 238 RN que sigue exigiendo que se consigne si la copia es primera, segunda o posterior. No hay que olvidar al respecto que la sujeción al IAJD cuota variable sólo afecta a las primeras copias.

B) Testimonios de pólizas incorporadas al Libro Registro.

En coherencia con el nuevo régimen de conservación de las pólizas originales introducido por la reciente Ley 36/2006 de 29 de noviembre, el nuevo artículo 250 RN se ocupa de las reproducciones auténticas, que llama “testimonios”, de las pólizas originales incorporadas al Libro Registro. 

El régimen que diseña es muy similar al de las copias autorizadas de las matrices del protocolo (este precepto no hace referencia a los traslados de estas pólizas con simples efectos informativos, que sí contempla el art. 197 último párrafo, para hacer una remisión a lo dispuesto en el art. 224 RN respecto de la copias simples).

En cuanto a la legitimación para pedir estos testimonios, de forma sorprendente, la norma se refiere, junto a los contratantes u otorgantes, sus causahabientes, apoderados, personas a favor de las que resulte de la póliza directa o indirectamente algún derecho y quienes acrediten a juicio del notario interés legítimo, de manera incondicionada a “la autoridad judicial”, como si cualquier autoridad judicial tuviera derecho siempre a obtener testimonios de cualesquiera pólizas incorporadas al Libro Registro, lo que evidentemente no parece procedente por mucho que el notario, como funcionario público, esté obligado a colaborar con la Administración de Justicia.

El plazo de expedición se establece en diez días hábiles (aquí se produce una discordancia con el plazo general de expedición de las copias de documentos del protocolo, que en el último momento se ha reducido a cinco días).

En cuanto al notario que puede expedir estos testimonios, se establecen criterios similares a los aplicables a las copias del protocolo: el notario titular, el sucesor, el sustituto, el habilitado y el archivero.

En cuanto a la forma, lo primero que hay que decir es que sólo se contempla la posibilidad de testimonios en soporte papel y no electrónico, lo que a estas alturas no parece una postura muy progresiva. 

Como regla general, deben extenderse en papel exclusivo para documentos notariales. 

El testimonio debe contener la reproducción literal, total o parcial o en extracto del contenido de la póliza, admitiéndose cualquier medio de reproducción (la norma, que arrastra algún desajuste de redacción procedente del proyecto anterior a la Ley 36/2006, habla del contenido del “asiento”, como si contemplase todavía el Libro Registro formado con las “hojas indubitadas” –para el régimen transitorio de las certificaciones de los asientos de los Libros Registro anteriores hay una norma específica en la Disposición transitoria 2.ª). Hay que tener en cuenta que se prohíbe la inclusión de las firmas de los otorgantes.

En el pie o cláusula de autorización del testimonio debe constar la identidad y carácter con que actúa el notario que lo expide, el solicitante a cuya petición se expide, su finalidad ejecutiva o no (si se solicita con efecto ejecutivo, hay que hacer constar tanto en el propio testimonio como en la nota de su expedición que ese interesado no ha solicitado otro con tal carácter –lo que concuerda con el art. 233, 1 en materia de copias-), el lugar y fecha de expedición, la dación de fe (se entiende: de ser reproducción fiel de la póliza original incorporada al Libro Registro), el signo, la firma, rúbrica y sello del notario. También debe llevar el sello de seguridad creado por el CGN. Aunque no lo dice expresamente este art. 250, dada la remisión genérica que realiza a las normas sobre copias del protocolo, el notario deberá sellar y rubricar todas las hojas del testimonio.

La expedición del testimonio debe hacerse constar por nota en el asiento del Libro Registro (querrá decir en la póliza incorporada al Libro), indicando a quién se ha expedido y la fecha (y también, como ya hemos visto, si se expidió con eficacia ejecutiva y que el interesado no había solicitado otra anteriormente con tal carácter). Por aplicación del art. 244 en sede de copias, habrá que indicar la numeración de los folios en que se ha expedido.

C) La nueva regulación de los testimonios.

Reciben nueva redacción todos los artículos 251 a 264.

a) En cuanto a los testimonios por exhibición, en relación con su ámbito objetivo de aplicación, es decir, la delimitación de los documentos que son testimoniables, se suprime la problemática exclusión anterior de aquellos documentos cuyas firmas no podían ser legitimadas conforme al Reglamento. Ahora, a la vista de los arts. 252 y 262, los únicos límites son:

- no se pueden testimoniar las matrices (sí los documentos incorporados a una matriz).

- tampoco los documentos cuyo contenido el notario no puede conocer (por estar redactados en idioma no oficial en el lugar que el notario no conoce, salvo que se acompañe traducción oficial).

- los documentos cuyo contenido sea contrario a las leyes o al orden público.

- los documentos privados que deban ser obligatoriamente presentados ante la Administración tributaria, salvo si consta su presentación.

- si el notario aprecia que el solicitante carece de interés legítimo en su pretensión. 

Es importante la nueva norma del art. 253 (que tiene su base en el art. 113 Ley 24/2001), del que resulta:

- En primer lugar, lo que parece una simple posibilidad: testimoniar en papel las comunicaciones o notificaciones electrónicas recibidas o efectuadas por el notario conforme a la legislación notarial.

- Y en segundo lugar, una obligación de almacenar en soporte informático adecuado las comunicaciones o notificaciones electrónicas recibidas de otros notarios, registradores y otros órganos de la Administración estatal, autonómica, local y judicial. Se habilita a la DGRN para determinar los soportes adecuados para este almacenamiento. 

b) En cuanto a las legitimaciones de firmas, hay modificaciones respecto de su ámbito objetivo.

Como antes, sólo se pueden legitimar las firmas de documentos que hayan cumplido los requisitos de la legislación fiscal y que no estén comprendidos en el art. 1280 CC u otro precepto que exija la escritura pública como requisito de existencia o eficacia (sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 del RN). También se exige el interés legítimo en el solicitante y la no contradicción de la ley o el orden público, lo que también presupone su redacción en idioma que el notario conoce.

La novedad se encuentra en la exclusión de los documentos que contengan la prestación unilateral de garantías (parece que se refiere a las cartas de aval) y los contratos de carácter mercantil que el artículo 144 RN define como propios de la póliza cuando exista pluralidad de partes con intereses contrapuestos. Por tanto, en esta clase de documentos, si se pretende la intervención notarial, ésta tendrá que revestir la forma de póliza intervenida.

En cuanto al fundamento de la afirmación del notario sobre la pertenencia de la firma, se pretende ahora un mayor rigor. Las posibilidades son:

- firma puesta en presencia del notario.

- firma reconocida por el firmante en presencia del notario.

- conocimiento personal de la firma por el notario.

- cotejo con otra firma original legitimada.

- cotejo con otra firma que conste en el protocolo o Libro Registro a su cargo.

(como se puede observar, no se contempla la legitimación por cotejo con la firma que aparece en el DNI)

En la diligencia de legitimación debe reseñarse expresamente el procedimiento utilizado.    

Se mantiene la tradicional regla que sólo admite el testimonio de firmas puestas o reconocidas en presencia del notario cuando se trata de documentos que contienen declaraciones de voluntad (art. 259 segundo párrafo). 

El artículo 260 se ocupa de la legitimación de la huella dactilar, y el art. 261de la legitimación notarial de las firmas electrónicas reconocidas puestas en documentos en formato electrónico. 

c) El art. 262 se ocupa conjuntamente de la forma de los testimonios y legitimaciones. Los testimonios por exhibición deben realizarse en papel exclusivo notarial, salvo que el formato del documento testimoniado lo impida.

La diligencia de testimonio a ser posible se extenderá en el propio documento testimoniado. Si no es posible, se añade un folio de papel exclusivo para documentos notariales para la diligencia de testimonio, y en el documento testimoniado (en su caso, en todas sus hojas) debe indicarse la numeración de ese folio que contiene la diligencia. Si todo el documento se extiende en papel exclusivo para documentos notariales, basta indicar su numeración en la diligencia. 

La diligencia de testimonio debe contener (se entiende que además del nombre y residencia del notario) el lugar, la fecha, el signo, la firma, rúbrica y sello del notario y además el sello de seguridad del CGN y el número del Libro Indicador si el documento debe constar en el mismo.

También se hace referencia como testimonios a los que se realizan en el cuerpo de una matriz respecto de los documentos unidos, los cuales no se deben hacer constar en el Libro Indicador (art. 263).

D) El Libro Indicador.

De este Libro se ocupa el art. 264. 

Es un Libro anual, con notas de apertura y cierre firmadas por el notario, y que consta ahora de dos secciones: 

En la primera sección se deben hacer constar mediante asientos numerados correlativamente y con media firma las siguientes actuaciones (todas tienen en común su relación con documentos electrónicos): 

- los traslados a papel de copias autorizadas electrónicas, salvo los que hayan quedado incorporados a una matriz del protocolo.

- los testimonios en papel de comunicaciones o notificaciones electrónicas recibidas o efectuadas, directamente relacionadas con un determinado documento autorizado o intervenido.

- las legitimaciones de firmas electrónicas de documentos electrónicos. 

La segunda sección está formada por hojas numeradas que deben contener “reproducción de los documentos testimoniados” respecto de todos los testimonios por exhibición, de legitimación de firmas y de vigencia de leyes. 

Bajo su responsabilidad el notario puede no incluir testimonios por exhibición que tengan por objeto documentos suficientemente identificables. 

“Transcurrido un año desde el cierre anual de cada una de las secciones, el Notario podrá reproducirlas en un archivo informático que garantice su conservación y reproducción procediendo en tal caso a la destrucción del soporte papel correspondiente.”

TITULO IV.- ORGANIZACIÓN DEL NOTARIADO

(arts. 307 a 345)

                                                                  (Se comentará en  fecha posterior)

TITULO VI.- DE LAS CORRECCIONES DISCIPLINARIAS

 (Arts. 346 a 364)
Art.348.- Se establece como infracción muy grave el cobro de derechos arancelarios con infracción de las disposiciones por las que se rijan, desapareciendo del texto aprobado el hecho de que en el Proyecto se requería que, para ser considerada muy grave, había de ser superior en un 20% a lo debido y, además, más de 30 Euros.

Se añade la falta muy grave h)-d): el incumplimiento de las obligaciones de custodia y uso de firma electrónica reconocida del notario, así como la obligación de denunciar la pérdida, extravío o deterioro o situación que ponga en riesgo el secreto o la unicidad del dispositivo seguro de creación de firma de acuerdo con lo dispuesto en la legislación sobre el uso de la firma electrónica de notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes muebles.

Art. 349.- desaparece la nota de reiteración para calificar como falta grave la negativa injustificada a la prestación de la función.

Se añade, como falta grave la g)-c): el incumplimiento y la falta de obediencia a las instrucciones y resoluciones de carácter vinculante de la Dirección General de los R. y el N., así como la falta de respeto o menosprecio a dicho centro directivo.

Art. 350.- Desaparece, en las faltas leves, la necesidad de requerimiento previo al Notario infractor cuando se trate de incumplimiento de resoluciones administrativas.

Se traducen a Euros, sin céntimos, las multas.

Desaparece el sistema de criterios de graduación para imponer las sanciones (trascendencia para la prestación de la función, intencionalidad, reiteración y entidad de los perjuicios ocasionados) de este artículo, pasando al art. 362.

Art. 356.- Se prevé la posibilidad de información reservada.

Se prevé la posibilidad de suspensión provisional, por el Ministro en el caso de separación del servicio y por la Dirección General en los restantes, del ejercicio de las funciones a cualquier Notario a quien se haya incoado expediente disciplinario por falta grave o muy grave, para asegurar la actuación o impedir la continuación del daño a terceros o al interés público.

La suspensión provisional o definitiva llevará consigo el nombramiento de un habilitado.

Art. 357.- El instructor puede auxiliarse de peritos.

Se amplía a tres meses el plazo para el pliego de cargos, que puede proponer el levantamiento de la suspensión ordenada, en su caso.

Se establece un mes para practicar las pruebas posteriores al pliego de cargos.

Art. 358.- pone plazo de 10 días para la resolución del expediente, salvo en el caso de separación del servicio.

Art. 359.- El plazo total se establece en nueve meses, ampliables por otros tres meses. Pero en el caso de procedimiento abreviado (infracciones leves, será sólo de tres meses el plazo total.

La caducidad se dice que no produce la prescripción.

Art. 362.- Se establecen los criterios de graduación (como en la Ley).

Se permite que en la traslación forzosa se le permita concursar al infractor.

ANEXO V.- DISTRIBUCION TERRITORIAL DE LOS COLEGIOS

       Establece la necesaria adecuación del ámbito territorial de los Colegios Notariales al de las Comunidades Autónomas, con la única excepción de Ceuta y Melilla, cuyos Notarios serán colegiados del Colegio Notarial de Andalucía.
         La capitalidad de los Colegios Notariales podrá ser: 1) la de la capital de la Comunidad Autónoma respectiva; o 2) cualquiera de las capitales de provincia que la integren.

          Como consecuencia de esta adecuación, se establece un complejo proceso electoral que afecta a la elección de las Juntas Directivas de aquellos Colegios Notariales cuyo ámbito territorial se modifica:

a) Se crea una comisión electoral integrada por tres Notarios del ámbito territorial del nuevo Colegio y por dos Decanos de Colegios no afectados.

b) Esta comisión convocará elecciones en los diez primeros días del mes de Septiembre de 2.008.

c) Elegida la Junta Directiva, la comisión electoral comunicará el resultado a la Dirección Genera, fijará la fecha de la toma de posesión, presidirá ésta y levantará acta de la misma.

d) La Junta Directiva elegida deberá convocar Junta General de colegiados en los 30 días siguientes a su toma de posesión.

           El Consejo General del Notariado queda habilitado para adoptar aquellas medidas relativas a “fijación provisional de las sedes de los nuevos Colegios, patrimonio y personal, que sean precisas”.

           Esta reordenación será efectiva a partir del día UNO DE ENERO DE 2.009 (Disposición Final segunda). En consecuencia deberán convocarse elecciones ordinarias en todos los Colegios Notariales afectados en los diez primeros días del mes de Septiembre de 2.008.

            Además, y por todo ello, se establece la prórroga, en el mandato de los actuales miembros de las Juntas Directivas de los Colegios Notariales, o de los que les sustituyan, así como del Consejo General del Notariado, hasta la toma de posesión de los nuevos miembros de las Juntas Directivas elegidas en el proceso electoral antes señalado, quienes necesariamente deberán tomar posesión de sus nuevos cargos en el mes de Enero de 2.009.

REGIMEN TRANSITORIO

            Poco hay que decir, lamentablemente, en cuanto a la normativa de Derecho Transitorio que acompaña al nuevo Reglamento Notarial modificado, pues, sin duda, el principal comentario que cabe hacer al respecto es que el nuevo texto reglamentario pretende ser aplicado abruptamente al día siguiente de su publicación en el B.O.E., es decir, el día 30 de enero de 2007, sin vacatio legis (contrariamente a lo que hubiese aconsejado cualquier mínima prudencia) y también con una normativa de Derecho Transitorio casi inexistente, salvo muy contadas excepciones.


En cuanto a las excepciones a la fecha general de entrada en vigor del nuevo texto reglamentario modificado, destaca, sobre todo, la DF 2ª, apartados 1 y 2, que difieren al día 1 de enero de 2009 la aplicación de la reordenación del ámbito territorial de los Colegios Notariales contenida en el Anexo V del Reglamento, previendo la celebración de elecciones a los cargos colegiales en los díez primeros días del mes de septiembre de 2008. Entre tanto, el mandato de los actuales miembros de las Juntas Directivas continuará en vigor, prorrogándose hasta la toma de posesión de los nuevos miembros elegidos.


En el orden transitorio, se establecen ciertas medidas en materia de pólizas en la DT2ª. Así, las certificaciones de asiento de las pólizas intervenidas con anterioridad al 30 de noviembre de 2007 (fecha de entrada en vigor de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal) se regirán por la normativa anterior. Parece, por tanto, que no es aplicable a las pólizas intervenidas con anterioridad a 30 de noviembre de 2006 el sistema de reproducción por copia o testimonio consignado en el nuevo Reglamento (y  en la propia Ley 36/2006), incluída su expedición con carácter ejecutivo. Pero esta DT2ª no deja de ser discutible, pues, en general, las normas de Derecho procesal son de aplicación actual a los procedimientos en curso, y cabe preguntarse si, precisamente, no es la reproducción con efectos ejecutivos de una póliza, independientemente de la fecha de su intervención, una cuestión de Derecho procesal.


Otra norma transitoria en materia de pólizas se refiere a la opción –prevista ya en la Ley 36/2006 y ahora en el art. 283 del Reglamento- de conservar las pólizas en el protocolo, en lugar de su llevanza mediante el Libro Registro. La DT 2ª.1. establece un plazo de cinco días a contar desde la entrada en vigor del Reglamento, surtiendo efecto a partir del día 1 del segundo mes inmediato posterior a la fecha de publicación del Reglamento (es decir, a partir de 1 de marzo de 2007), no pudiendo modificar su opción durante el año 2007.


También tiene interés práctico la DT2ª.3., relativa a los nuevos márgenes y espacio de cabecera en el formato de las pólizas y su encuadernación (a que se refiere el art. 197 del Reglamento), previendo que durante los dos meses siguientes a la entrada en vigor del Reglamento (es decir, hasta 30 de marzo de 2007) “bastará que la póliza se extienda en papel de modo y manera que permita su encuadernación”.


Otra de las previsiones transitorias se refiere al Archivo de Revocación de Poderes (previsto en la DA Única) y las comunicaciones y consultas al mismo de carácter obligatorio que establece el nuevo texto reglamentario modificado. La DF1ª dispone que “será obligatorio comunicar la revocación de los poderes que autorice o que conozca fehacientemente el notario a los quince días de la entrada en vigor de este Real Decreto”.

            Cabe pensar que, a contrario, el régimen establecido en el nuevo Reglamento modificado acerca de las consultas a dicho Registro es aplicable a partir de la misma fecha de su entrada en vigor. En cuanto a la comunicación, surge la duda gramatical de si el plazo de quince días, a que alude la DF 1ª, se refiere a las escrituras autorizadas sólo después de dicho plazo o, por el contrario, al plazo para efectuar la comunicación, cualquiera que sea la fecha de autorización de la escritura. Esta segunda interpretación supondría la labor ingente de tener que comunicar, a partir de 14 de febrero próximo, todas las escrituras o causas de revocación de poderes surgidas en el pasado que no se hubiesen comunicado con los nuevos requisitos reglamentarios preceptivos. Desde luego, ello protegería la fiabilidad de ese Registro de Revocaciones y la seguridad del tráfico, pero parece excesivo. Más bien, la interpretación debiera ser la primera: la de que la obligación de comunicar sólo afecta a las revocaciones ocurridas con posterioridad a los quince días de entrada en vigor del Reglamento. 


Por otra parte, la gran duda semántica que introduce esta DF1ª, al referirse a la revocación como objeto de la comunicación y no a la escritura de revocación, es si hay obligación de comunicar no sólo las escrituras de revocación (incluso aunque no hayan sido autorizadas por el Notario comunicante, si tuviese conocimiento fehaciente de las mismas), sino también los hechos determinantes de la extinción o revocación de un poder, de cuya existencia se tuviese igual conocimiento fehaciente (por ejemplo, una incapacitación sobrevenida del poderdante, la expiración de un plazo de caducidad, la muerte del poderdante, etc.). De acuerdo con una interpretación sistemática, a la vista de los extremos que ha de detallar la comunicación (notario o autoridad autorizante, fecha, número de protocolo, etc.), parece que el objeto de la comunicación sea, en puridad, sólo una escritura (notarial o consular) de revocación y no cualquier otro hecho determinante de la revocación de un poder. Pero, de momento, todo ello entraña una gran incertidumbre y quizá esta materia merezca una reflexión más pausada y profunda.


Finalmente, la norma transitoria que no contiene el nuevo Reglamento y que se echa en falta, de manera más evidente, es la que regulara de modo provisional el régimen de consulta al registro y expedición de copias electrónicas, mientras la conexión con los Registros no esté plenamente en funcionamiento, pues lo cierto es que todavía no se ha alcanzado el nivel tecnológico de interconexión telemática entre notarías y registros que presupone el texto reglamentario. Quizá, de momento, lo más prudente sea acudir al propio artículo 249 del Reglamento, que prevé, como excepción frente a la regla general de expedición y remisión de copias electrónicas, “el supuesto de imposibilidad técnica”, circunstancia que quizá sea aconsejable consignar, a partir de ahora, al expedir las copias autorizadas en soporte papel. En tal supuesto de “imposibilidad técnica”, dicho precepto reglamentario admite la posibilidad de remitir al Registro los datos esenciales de la escritura mediante fax, para causar el asiento de presentación correspondiente. Sin duda, esta cuestión, absolutamente capital, es la que ahora más inquieta y mayor preocupación suscita,  reclamando una solución urgente.


La Disposición Derogatoria Única del Real Decreto, aprobatorio de nuevo texto reglamentario modificado, deroga las antiguas disposiciones transitorias del texto reglamentario de 1944 (hoy ya sin ninguna importancia). Deroga expresamente también el viejo Reglamento de Corredores y el art. 7 del Decreto de integración de los cuerpos de notarios y corredores.    
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